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1. Aproximación al asunto
La redacción de estas páginas coincidió con la celebración, el 27
de mayo de 2007, de los séptimos comicios electorales en trece Co-
munidades Autónomas y en los ayuntamientos de toda España. Durante
la campaña electoral, y en los días inmediatamente posteriores a las
elecciones, han sido muy numerosos los enfoques políticos y socioló-
gicos que han analizado este proceso como una suerte de elecciones
generales, a pesar de su obvia impronta local y autonómica. No es la
primera vez que se produce esta circunstancia y es fácil concluir que
tiene mucho que ver con el elevado número de puestos a cubrir, con
su extensión a todo el territorio y, hasta la fecha, con su inevitable re-
petición cuatrienal, pero, sobre todo, con el propio interés de las dos
principales formaciones políticas de ámbito estatal (Partido Socialista
1. Agradezco al profesor Miguel Azpitarte Sánchez la lectura y valoración crítica de la
primera versión de este trabajo y a los dos evaluadores anónimos sus comentarios y su-
gerencias. 
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Obrero Español y Partido Popular) en darle esta lectura general a
procesos electorales singulares aunque simultáneos.
Este enfoque ha tenido una cobertura institucional y normativa
desde los albores del Estado descentralizado a través de los “Pactos
Autonómicos”, firmados también en ese momento por las dos princi-
pales formaciones políticas estatales; primero por Unión de Centro
Democrático y el Partido Socialista Obrero Español, luego entre éste y
el Partido Popular. Baste recordar los “Acuerdos Autonómicos de 31 de
julio de 1981” en los que los signatarios convinieron en que las eleccio-
nes debían celebrarse el mismo día y la reforma, en 1991, de los Estatu-
tos de Autonomía aprobados a partir del artículo 143 de la Constitución,
con el objeto de fijar la fecha de celebración de las elecciones autonó-
micas “el cuarto domingo de mayo cada cuatro años” y, de esta mane-
ra, “evitar que los comicios electorales se celebren en fechas que, socio-
lógicamente, se ha demostrado no potencian precisamente la asistencia
a los Colegios Electorales; y, por otra parte, el evidente cansancio que
produce a los ciudadanos la convocatoria dispersa de distintas Elecciones
en todo el territorio del Estado”.3 Que estas reformas traen causa de los
acuerdos entre los partidos mayoritarios de implantación nacional se
manifiesta sin rubor en los propios textos legales.4
Esta lectura homogénea de los procesos electorales en las Co-
munidades Autónomas del artículo 143 de la Constitución se ha veni-
do realizando durante veinticuatro años. Es conocido que en los dos
últimos de la vigente Legislatura se han iniciado las reformas de más
3. Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 7/1991, de 13 de marzo, de modificación del
artículo 10.3 del Estatuto de Autonomía para Cantabria.
4. Así, la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 1/1991, de 13 de marzo, de reforma del
artículo 24.3 del Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia comienza con la proclama-
ción de que los “partidos políticos con representación parlamentaria ampliamente mayorita-
ria tanto en las Cámaras Legislativas del Estado Español como en la Asamblea Regional de
Murcia han llegado a un acuerdo de modificación de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio,
del Régimen Electoral General a fin de modificar los requisitos de la convocatoria de eleccio-
nes, en los supuestos de elecciones locales o de elecciones legislativas de las Comunidades Autó-
nomas que, como es el caso de Murcia, sus Presidentes del Consejo de Gobierno no tienen
expresamente atribuida por el ordenamiento jurídico la facultad de disolución anticipada”. 
En la Ley Foral 11/1991, de 16 de marzo, por la que se modifican determinados preceptos
de la Ley Foral 16/1986, de 17 de noviembre, reguladora de las elecciones al Parlamento de
Navarra se afirma que de no producirse las mencionadas modificaciones “en lo que se re-
fiere a la fecha de celebración de las elecciones, se produciría un efecto no deseado ni por
las fuerzas políticas ni por la propia sociedad...”.
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de la mitad de los Estatutos de Autonomía y en el momento de cele-
brarse las elecciones de 27 de mayo de 2007 ya estaban en vigor cin-
co de las que cabe calificar como nuevas normas institucionales bási-
cas: los Estatutos de la Comunidad Valenciana, Cataluña, Andalucía,
Illes Balears y Aragón. En fase de tramitación parlamentaria en las
Cortes Generales se encuentran las propuestas de reforma de los
Estatutos de Canarias, Castilla y León y Castilla-La Mancha.
Tanto en las reformas ya en vigor como en los textos pendien-
tes de aprobación, uno de los aspectos clave es que el Presidente de
la Comunidad adquiere plena capacidad para dominar el “tempo”
electoral, sin interferencias jurídicas externas al propio escenario po-
lítico autonómico. Por tanto, a partir de ahora podrá apelar a las ur-
nas para poner fin a una situación de inestabilidad parlamentaria o
para confirmar y, en su caso, aumentar su mayoría de gobierno.
Si llegan a término todas estas reformas se habrá ampliado de
manera muy importante (de cuatro a diez) el espectro de Comunidades
Autónomas que disponen de plena libertad para decidir en qué mo-
mento se celebran las elecciones a las respectivas Asambleas Legislativas,
que ya no tendrán por qué coincidir con las elecciones locales ni efec-
tuarse el cuarto domingo de mayo cada cuatro años. Parece razona-
ble pensar que en la próxima Legislatura continuarán las reformas
estatutarias, pero, no obstante, teniendo en cuenta el sistema de
partidos, tanto estatal como autonómico, y las obvias conexiones en-
tre las direcciones estatales y territoriales de las principales fuerzas,
seguramente no habremos asistido a la última escenificación en tér-
minos de política general de unos comicios autonómicos.
Por si la anterior “clave política” no fuera suficiente, a la lectu-
ra nacional de los recientes resultados autonómicos contribuye una
abundante prosa legislativa e institucional de ámbito estatal, no en
vano en el cuerpo normativo que ha disciplinado estos procesos elec-
torales ocupan un lugar troncal los 116 artículos de la Ley Orgánica
del Régimen Electoral General que, por mandato de su Disposición
Adicional Primera, apartado 2, “se aplican también a las elecciones a
las Asambleas Legislativas de Comunidades Autónomas convocadas
por éstas...”, entre los que están los preceptos que ordenan que “los
decretos de convocatoria se expiden el día quincuagésimo quinto an-
tes del cuarto domingo de mayo del año que corresponda” (artículo
42.3) y que la campaña electoral “dura quince días” (artículo 51.2).
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En la misma línea, la instancia administrativa suprema en di-
chos comicios, con la finalidad de “garantizar… la transparencia y
objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad” (artícu-
lo 8) es la Junta Electoral Central, competente, entre otras medidas,
para adoptar “instrucciones de obligado cumplimiento en cualquier
materia electoral” (artículo 19).
No obstante, también debe recordarse la propia responsabilidad
de las instancias políticas y representativas autonómicas en esta lec-
tura “general” de sus procesos electorales, que, merced al protago-
nismo de las principales formaciones, les ha ahorrado esfuerzos polí-
ticos y económicos en las campañas electorales y ha servido para
consolidar sus sistemas de gobierno gracias a una fórmula que ya ha-
bía sido probada con éxito en las elecciones a las Cortes Generales y
ha propiciado, también en las Comunidades Autónomas, la formación
de mayorías de gobierno estables de uno u otro signo político.
Finalmente, no debe olvidarse que son también nuevos los
Estatutos de Cataluña y Andalucía, que ya tenían plena disposición
de su calendario electoral y que han aprovechado estos cambios pa-
ra introducir algunas modificaciones en diversos elementos de su ré-
gimen electoral (fijación del número mínimo de diputados, paridad
en las listas y máxima rigidez de la ley electoral en el caso catalán; cri-
terios de igualdad de género para la elaboración de las listas electo-
rales y obligación de los medios de comunicación de titularidad pú-
blica de organizar debates electorales entre las formaciones políticas
con representación parlamentaria en el caso andaluz).
En suma, trataremos de averiguar en las páginas siguientes si
los nuevos Estatutos son, o no, el punto de partida de unos nuevos
sistemas electorales autonómicos.
2. El origen preconstitucional de los sistemas
electorales autonómicos y la incidencia en su
desarrollo de los acuerdos entre los dos partidos
políticos mayoritarios
El punto de partida del régimen electoral español, entendido co-
mo el compuesto por las normas válidas para el conjunto de las insti-
tuciones representativas, sean del Estado o de las entidades territo-
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riales en las que se organiza, se remonta a los años de la transición
política a la democracia; en concreto a la Ley 1/1977, de 4 de enero,
para la Reforma Política y al Real Decreto-Ley sobre normas electora-
les, de 18 de marzo de 1977. La consolidación de este régimen se pro-
ducirá, primero, en la Constitución; en segundo lugar, en los Estatutos
de Autonomía; luego arraigará en la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional y, finalmente, en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de ju-
nio, de Régimen Electoral General (LOREG).
Que el origen de este sistema es previo a la Constitución se de-
muestra con algunos ejemplos muy significativos: ya la Ley para la
Reforma Política estableció la elección de un número de diputados al
Congreso –trescientos cincuenta– que no ha variado en los treinta años
siguientes; lo mismo ha ocurrido con el mandato de que la elección
habría de inspirarse en “criterios de representación territorial”, a la
que “se aplicarán dispositivos correctores para evitar fragmentacio-
nes inconvenientes de la Cámara, a cuyo efecto se fijarán porcentajes
mínimos de sufragios para acceder al Congreso” (Disposición Transitoria
Primera).5
No menos gráfica es la Exposición de Motivos del Decreto-Ley so-
bre normas electorales, de 18 de marzo de 1977, donde se afirma que:
“…determinado por la Ley para la Reforma Política, el número
total de Diputados y Senadores, corresponde al presente Real
Decreto-Ley la distribución de dicho número entre las diferen-
tes provincias españolas. En cuanto a los primeros se ha consi-
derado conveniente asegurar un mínimo inicial de dos Diputados
por provincia y dividir el resto de los Diputados en función de la
población... De esta forma se suavizan en alguna medida los efec-
tos de nuestra irregular demografía y se atiende a un mayor equi-
librio territorial en la representación... El sistema electoral para
el Congreso se inspira en criterios de representación proporcio-
5. Véase, sobre la aprobación de la Ley para la Reforma Política, Benito Álaez Corral: “La
Constitución española de 1978: ¿Ruptura o reforma constitucional?”, Anuario de Derecho
Constitucional y Parlamentario, nº 9, 1997, págs. 161 y ss.; sobre su influencia en nuestro
vigente sistema electoral, Alfonso Fernández-Miranda: “Los sistemas electorales para el
Congreso de los Diputados y el Senado”, en IV Jornadas de Derecho Parlamentario. Reflexiones
sobre el régimen electoral, Congreso de los Diputados, Madrid, 1997, págs. 521 y ss.; y Án-
gel J. Sánchez Navarro: Constitución, igualdad y proporcionalidad electoral, Centro de
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1998, págs. 66 y ss. 
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nal con candidaturas completas, bloqueadas y cerradas, cuya pre-
sentación se reserva a los partidos y federaciones constitutivos
de acuerdo con las normas reguladoras del derecho de asocia-
ción política, a las coaliciones de estas fuerzas que pueden for-
marse por mera declaración ante la Junta Electoral Central, y a
los propios electores que deseen promover candidaturas deter-
minadas y no de partido. La distribución de escaños se realiza-
rá de acuerdo con la regla de «D’Hondt» que resume en una so-
la operación el funcionamiento del cociente electoral y el cómputo
de restos de acuerdo con el sistema de la mayor media. Esta
misma regla ya supone un poderoso corrector del excesivo frac-
cionamiento de las representaciones parlamentarias. A esta
misma finalidad, responde la exclusión en la atribución de esca-
ños de aquellas listas de candidatos que no hubieran obtenido,
al menos, el 3% de los votos emitidos en la circunscripción”.
En estas líneas aparecen ya las claves de bóveda de nuestro vi-
gente sistema electoral, tanto estatal como autonómico: a) el mapa,
con un mínimo de diputados por circunscripción;6 b) una distribución
de escaños que, paradójicamente en un sistema proporcional, “suavi-
za en alguna medida los efectos de nuestra irregular demografía y atien-
de a un mayor equilibrio territorial en la representación”; c) las candi-
daturas de listas cerradas y bloqueadas; d) la fórmula electoral “D’Hondt”;
e) la barrera electoral y f) la voluntad decidida de corregir el “excesivo
fraccionamiento de las representaciones parlamentarias”.
Estas previsiones estuvieron muy presentes en el proceso de
elaboración del texto constitucional y con su incorporación a la Norma
Fundamental7 se convirtieron en algo indisponible para las Cortes
6. Manuel Martínez Sospedra remonta el origen del mínimo inicial de dos diputados a la
regulación que hizo la Ley Orgánica del Estado, en 1966, al cambiar la redacción primiti-
va del artículo 2 de la Ley de Cortes; véase su estudio sobre “El régimen electoral Valenciano”
en Cuadernos de Derecho Público, 22-23 (Monográfico sobre el régimen electoral de las
Comunidades Autónomas), 2004, pág. 411.
7. Con la objeción del Partido Comunista por la merma de proporcionalidad que suponían;
al respecto son muy ilustrativas las palabras del Diputado Solé Tura el 12 de julio de 1978
en la Sesión Plenaria del Congreso de los Diputados que debatía el Dictamen de la
Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas sobre el Anteproyecto de
Constitución, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, nº 108, págs. 4184 y ss.
Puede consultarse en http://www.congreso.es y en Constitución española. Trabajos parla-
mentarios, Cortes Generales, Madrid, 1980, Tomo II, págs. 2236 y ss.; véanse también las 
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Generales,8 formando, en expresión gráfica, nuestra “Constitución
electoral”,9 que tiene su ejemplo más acabado en el artículo 68, que
fija el número máximo y mínimo de diputados, el carácter del sufra-
gio, la circunscripción provincial, la proporcionalidad de la represen-
tación, la duración del mandato, los electores y elegibles, y la franja
temporal de celebración de las elecciones.10
Aquí están los elementos del sistema electoral para el Congreso
de los Diputados, cuya articulación procedimental se deja en manos
del Legislador,11 que cuando se decidió a desarrollarlo admitió sin pu-
dor que su renovación no era en modo alguno radical, “debido a que
el propio texto constitucional acogió los elementos esenciales del sis-
tema electoral contenidos en el Real Decreto-Ley” (Exposición de
motivos de la LOREG).
Los propios Estatutos de Autonomía de las Comunidades del ar-
tículo 151 no fueron ajenos a esta influencia de la normativa electo-
consideraciones incluidas en el estudio de Jordi Solé Tura y Miguel Ángel Aparicio Pérez:
Las Cortes Generales en el sistema constitucional, Tecnos, Madrid, 1984.
8. Una postura crítica con la incorporación a la Norma Fundamental de numeras prescrip-
ciones electorales es la de Enrique Arnaldo Alcubilla en El carácter dinámico del régimen
electoral español, CEPC, Madrid, 2002, págs. 11 y ss.
9. Francisco Caamaño Domínguez: “Elecciones y Tribunal Constitucional. ¿Una intersección
no deseada?”, Revista de las Cortes Generales, nº 41, 1991, pág. 95. 
10. “1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, ele-
gidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establez-
ca la ley. 2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla
estarán representadas cada una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número to-
tal de Diputados, asignando una representación mínima inicial a cada circunscripción y dis-
tribuyendo los demás en proporción a la población. 3. La elección se verificará en cada cir-
cunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional. 4. El Congreso es
elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara. 5. Son electores y elegibles todos los espa-
ñoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley reconocerá y el Estado fa-
cilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera del te-
rritorio de España. 6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde
la terminación del mandato. El Congreso electo deberá ser convocado dentro de los vein-
ticinco días siguientes a la celebración de las elecciones”. 
11. Miguel Azpitarte Sánchez señala que “mientras que el sistema electoral demanda una
mayor rigidez constitucional que evite su disponibilidad en manos de mayorías contin-
gentes, se puede afirmar que la menor rigidez del procedimiento electoral facilita su adap-
tación a los cambios que impulsa y exige la experiencia de cada contienda electoral”; vé-
ase su trabajo “La dimensión constitucional del procedimiento electoral”, Teoría y Realidad
Constitucional, nº 11-12, 2002-2003, págs. 425 y ss.; en concreto pág. 443.
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ral estatal y nos encontramos con remisiones tan explícitas como la del
hasta fecha bien reciente artículo 28.2 del Estatuto de Autonomía de
Andalucía, que se encomendaba al “mismo sistema que rija para las
elecciones al Congreso de los Diputados”.12 Además, como es sabido,
los primeros procesos electorales autonómicos se desarrollaron, en lo
no previsto en las disposiciones transitorias de los Estatutos, de acuer-
do con la normativa que regulaba las elecciones al Congreso de los
Diputados, que no era otra que la del Decreto-Ley de 1977. 
Pero además de estas remisiones expresas, todos los sistemas elec-
torales autonómicos, tanto los de las Comunidades del artículo 151 co-
mo los de las que surgieron al amparo del artículo 143, han asumido
como propios los elementos que ya hemos visto estaban presentes en
el Real Decreto-Ley de 1977: a) un mapa electoral que asegura un mí-
nimo de diputados por circunscripción; b) una distribución proporcio-
nal de escaños, que “asegure, además, la representación de las distin-
tas zonas del territorio”,13 lo que viene exigido constitucionalmente en
el artículo 152.1 para las Comunidades del artículo 151; c) las candida-
turas de listas cerradas y bloqueadas; d) la fórmula electoral “D’Hondt”;
e) la barrera electoral, y f) la voluntad decidida de corregir el “excesi-
vo fraccionamiento de las representaciones parlamentarias”.
No menos gráfica ha sido la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional; primero ha recordado el origen preconstitucional del dere-
cho electoral:
“…en abstracto, es admisible que la Ley Electoral se haga por
partes o que se modifique por partes, pero esta posibilidad no
es sostenible en la coyuntura histórica del inicial desarrollo de
la Constitución, pues confeccionar parcialmente la Ley Electoral
significa modificar sólo parcialmente, a través de una Ley Orgánica,
el Real Decreto-ley 20/1977” (STC 72/1984, F. 5).14
12.Véase el comentario de Agustín Ruiz Robledo: “El régimen electoral de Andalucía”,
Cuadernos de Derecho Público, 22-23,..., pág. 354.
13. A título de ejemplo, en el País Vasco cada circunscripción elige el mismo número de
diputados (25); en Cataluña no ha variado el reparto de escaños por circunscripción des-
de 1980 (85 Barcelona, 18 Tarragona, 17 Girona y 15 Lleida) y en Andalucía se garantiza
estatutariamente que ninguna provincia tendrá más del doble de parlamentarios que otra. 
14. Sobre esta doctrina jurisprudencial, véase el estudio, ya citado, de Ángel Sánchez Nava-
rro: Constitución, igualdad y proporcionalidad electoral... y, en fechas más recientes, 
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Luego el Tribunal ha avalado una “institucionalización raciona-
lizada” del sistema electoral estatal y autonómico; en una sentencia
dictada al día siguiente de la publicación en el Boletín Oficial del Estado
de la LOREG, y, precisamente, a propósito de unas previsiones estatu-
tarias, sostiene (STC 75/1985, de 21 de junio, F. 5),15 que:
“…ni la Constitución ni, en este caso, el Estatuto catalán han pre-
tendido, en efecto, introducir, agotando la regulación de la ma-
teria, un sistema «puro» de proporcionalidad,... La proporcio-
nalidad es, más bien, una orientación o criterio tendencial, porque
siempre, mediante su puesta en práctica, quedará modulada o
corregida por múltiples factores del sistema electoral, hasta el
punto que puede afirmarse que cualquier concreción o des-
arrollo normativo del criterio, para hacer viable su aplicación,
implica necesariamente un recorte a esa «pureza» de la propor-
cionalidad abstractamente considerada.
En nuestro ordenamiento, algunos de estos recortes ya apare-
cen impuestos por la propia Constitución, pues en lo que se re-
Juan Carlos Gavara de Cara: “Los regímenes electorales autonómicos como sistemas pro-
porcionales”, Cuadernos de Derecho Público, nº 22-23,..., págs. 205 y ss.; en especial, págs.
232 y ss. 
15. http://www.tribunalconstitucional.es; es cierto, no obstante, que el Tribunal apela al
derecho y a la jurisprudencia comparados –en concreto, al ámbito alemán– y mantiene que
“no es difícil percibir que esta cláusula se ha inspirado de modo directo ... en el preceden-
te de la República Federal de Alemania, donde las candidaturas electorales tienen la ne-
cesidad de superar también un porcentaje mínimo de votos –por cierto, superior al que se
ha establecido en España, pues allí se trata de un 5 por 100– para tener derecho al repar-
to electoral. En esta situación, el Tribunal Constitucional Federal ha tenido ocasión de
pronunciarse ... sobre la validez constitucional de este límite, tanto en el plano federal co-
mo respecto al ordenamiento de algún Land; y en tales casos, aquel Tribunal siempre con-
cluyó en la validez del límite, considerándolo como garantía legítima de la eficacia de las
instituciones parlamentarias, en cuanto tiende a corregir fragmentaciones excesivas en la
representación política obtenida mediante la proporcionalidad electoral” (STC 75/1985, F.
5). En la misma sentencia declara nuestro Tribunal Constitucional que “la validez consti-
tucional de esta finalidad [que la proporcionalidad electoral sea compatible con el resul-
tado de que la representación de los electores en tales Cámaras no sea en exceso frag-
mentaria, quedando encomendada a formaciones políticas de cierta relevancia] es lo que
justifica, en último término, el límite del 3 por 100 impuesto por el legislador, y esa vali-
dez se aprecia si tenemos en cuenta que el proceso electoral, en su conjunto, no es sólo
un canal para ejercer derechos individuales (personales o de grupo) reconocidos por el ar-
tículo 23 de la Constitución, sino que es también, a través de esta manifestación de estos
derechos subjetivos, un medio para dotar de capacidad de expresión a las instituciones
del Estado democrático y proporcionar centros de decisión política eficaces y aptos para
imprimir una orientación general a la acción de aquél” (F. 5). 
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fiere a la elección del Congreso de Diputados, el apartado 1 de
su art. 68, al regular la composición de la Cámara, implica una
evidente restricción al despliegue de la proporcionalidad, que
ciertamente será mayor o menor, pero que se producirá en cual-
quier caso, según decida el legislador ir ampliando desde el nú-
mero mínimo (300) hasta el número máximo (400) de Diputados
que el precepto señala, y esta restricción adquiere más entidad
si se tiene en cuenta que, según el apartado 2 del mismo artícu-
lo, el número total de Diputados por el que se opte habrá de
distribuirse entre las provincias, a las que se determina como
circunscripciones electorales, junto a la necesidad de atribuir un
número mínimo inicial de escaños a cada una de ellas”.
Ya se ha apuntado que, junto a estos condicionamientos, en el
vigente sistema electoral de las Comunidades del artículo 143 han des-
empeñado un papel muy relevante los acuerdos entre los dos princi-
pales partidos políticos con implantación estatal: primero los firma-
dos por Unión de Centro Democrático y el Partido Socialista Obrero
Español; luego entre éste y el Partido Popular.16 Hablamos, en primer
lugar, de los “Acuerdos Autonómicos de 31 de julio de 1981”,17 sus-
critos por “el Gobierno de la Nación y el partido que lo sustenta [UCD],
junto con los representantes del Partido Socialista Obrero Español”
(Preámbulo) y que incluyeron los “Acuerdos político-administrativos”,18
los “Acuerdos económico-financieros”, el Anteproyecto de Ley del
Fondo de Compensación Interterritorial y el Anteproyecto de Ley
Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico.
En relación con el asunto que nos ocupa, en estos Acuerdos se
decidió que la provincia sería la circunscripción electoral en las Comu-
16. Véase, con más detalle, Miguel Ángel Presno Linera: “Los acuerdos entre los principa-
les partidos políticos y su incidencia en la articulación del Estado autonómico español”,
Revista Jurídica de Asturias, nº 20, 1996, págs. 97 y ss, y los partidos y las distorsiones ju-
rídicas de la democracia, Ariel, Barcelona 2000, págs. 218 y ss.
17. Pueden consultarse en la página de la “Biblioteca virtual Miguel de Cervantes”:
http://www.cervantesvirtual.com/; también en Acuerdos Autonómicos 1981, Presidencia
del Gobierno, Madrid, 1981, págs. 9 y ss.
18. En los “Acuerdos político-administrativos” se incluyeron previsiones de extraordinaria
relevancia para la articulación del Estado: así, además del “mapa autonómico”, la elabo-
ración y tramitación de los Estatutos de Autonomía, las competencias, las cuestiones rela-
tivas a los órganos de representación y gobierno de las Comunidades Autónomas y las
Diputaciones Provinciales, los criterios básicos y el calendario de transferencias,... 
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nidades Autónomas cuyos Estatutos todavía no habían sido aproba-
dos, con las excepciones de los archipiélagos canario y balear, donde
sería la isla. Los firmantes del Acuerdo también convinieron en que las
elecciones debían celebrarse el mismo día y que no debía haber una
diferencia superior al 2,75 entre las circunscripciones de mayor y me-
nor población. Textualmente:
“Para la celebración de las elecciones de las Asambleas de las
Comunidades Autónomas se acuerda lo siguiente:
1.º Ha de estudiarse una solución constitucional que posibilite
que las elecciones para las Asambleas de todas las Comunidades
Autónomas se celebren el mismo día.
2.º Sin perjuicio de lo señalado en el punto 1.º del número 8, en
relación con los Estatutos de Cataluña, País Vasco, Galicia y
Andalucía, en los Estatutos de las demás comunidades se esta-
blecerán mecanismos que posibiliten la celebración de sus elec-
ciones en una misma fecha. Dicha fecha se situará para las pri-
meras elecciones entre el 1 de febrero y el 31 de mayo de 1983.
5.º Con carácter general, a menos que las fuerzas políticas fir-
mantes propongan de común acuerdo otra fórmula en su pro-
yecto de Estatuto, la corrección territorial entre las circunscrip-
ciones con menor y mayor censo electoral oscilará entre 1 a 1 y
1 a 2,75.
6.º En las Comunidades Autónomas uniprovinciales, la provin-
cia será la circunscripción electoral única, a menos que sus fuer-
zas políticas con representación en las Cortes Generales con-
vengan otra cosa por unanimidad. En las Comunidades Autónomas
pluriprovinciales la circunscripción electoral será la provincia.
7.º En el caso de Canarias y Baleares, los Partidos firmantes tra-
tarán de llegar a un acuerdo, y caso de no conseguirlo, la circuns-
cripción electoral será la isla...”
En una segunda fase, que culminó en el mes de marzo de 1991,
se concretó uno de estos compromisos mediante una significativa re-
forma de los Estatutos de Autonomía aprobados a partir del artículo
143 de la Constitución, con el objeto de fijar la fecha de celebración
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de las elecciones autonómicas “el cuarto domingo de mayo cada cua-
tro años” y, de esta manera, “evitar que los comicios electorales se
celebren en fechas que, sociológicamente, se ha demostrado no po-
tencian precisamente la asistencia a los Colegios Electorales; y, por otra
parte, el evidente cansancio que produce a los ciudadanos la convo-
catoria dispersa de distintas Elecciones en todo el territorio del Estado”
(Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 7/1991, de 13 de marzo, de
modificación del artículo 10.3 del Estatuto de Autonomía para
Cantabria). Sobran comentarios sobre la flagrante merma de autono-
mía que supone para un sistema parlamentario de gobierno la pre-
determinación absoluta de la fecha de celebración de las elecciones.
El objetivo declarado de esta reforma es facilitar la plena parti-
cipación de los ciudadanos en los procesos electorales autonómicos.
Ahora bien, los impulsores directos de esta reforma son los propios
partidos políticos mayoritarios de ámbito estatal, que con facilidad lo-
gran imponer su criterio a las Asambleas Legislativas autonómicas,
pues no en vano tienen en ellas amplia mayoría. Incluso el propio
Legislador hace constar expresamente esta circunstancia en la Exposición
de Motivos de alguna de las Leyes Orgánicas de reforma de los Estatutos
de Autonomía.19
Declaraciones similares, en las que se realza el protagonismo de
las formaciones políticas en la reforma electoral y la importancia que
19. Así, la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 1/1991, de 13 de marzo, de reforma
del artículo 24.3 del Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia comienza con la pro-
clamación de que los “partidos políticos con representación parlamentaria ampliamente
mayoritaria tanto en las Cámaras Legislativas del Estado Español como en la Asamblea
Regional de Murcia, han llegado a un acuerdo de modificación de la Ley Orgánica 5/1985,
de 19 de junio, del Régimen Electoral General a fin de modificar los requisitos de la convo-
catoria de elecciones, en los supuestos de elecciones locales o de elecciones legislativas de
las Comunidades Autónomas que, como es el caso de Murcia, sus Presidentes del Consejo
de Gobierno no tienen expresamente atribuida por el ordenamiento jurídico la facultad
de disolución anticipada”. En la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 5/1991, de 13 de
marzo, de Reforma del Estatuto de Autonomía de Extremadura, se afirma que “cualquier
circunstancia de hecho que pueda afectar negativamente a la participación popular en ta-
les procesos [electorales] debe ser cuidadosamente sopesada por los partidos para remo-
ver los obstáculos que dificulten el ejercicio pleno del derecho”. Por su parte, en la Exposición
de Motivos de la Ley Orgánica 7/1991, de 13 de marzo, de modificación del artículo 10.3
del Estatuto de Autonomía para Cantabria se puede leer que “uno de los objetivos prima-
rios que ha sido planteado por la mayoría de los Partidos Políticos [sic] es el de lograr me-
canismos que favorezcan la libre expresión del derecho fundamental de sufragio, estimu-
lando la plena participación política de los ciudadanos en los procesos electorales”. 
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ésta reviste para aquéllas, se pueden encontrar también en las modi-
ficaciones efectuadas en las leyes electorales autonómicas.20
Nos encontramos así ante un nuevo supuesto de orientación y
dirección de la política legislativa llevada a cabo por los partidos ma-
yoritarios dirigida a transferir al terreno jurídico las decisiones toma-
das por dichas formaciones, adaptando “las normas al nivel de im-
plantación social de las formaciones políticas mayoritarias” (Exposición
de Motivos de la Ley 4/1995, de 21 de marzo, de modificación de la Ley
8/1986, de 26 de noviembre, Electoral de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears). Así, los partidos de ámbito nacional inician y comple-
tan el ciclo legislativo, actuando como demandantes de una modifica-
ción legislativa y como oferentes capaces de satisfacer esa necesidad.
No debe extrañar el protagonismo de las formaciones políticas do-
minantes en ese momento, que tratan de establecer en el proceso
constituyente o, en nuestro caso, “estatuyente” los cimientos para ase-
gurarse un futuro político e institucional en el sistema que se está ges-
tando, para lo que, junto con su propia capacidad de supervivencia, se-
rá determinante la configuración que se otorgue al sistema electoral.21
Si reparamos de forma puntual en lo que ha venido ocurriendo
en los sucesivos procesos electorales autonómicos vemos el alto gra-
do continuidad en el ejercicio del poder, hasta el punto de que una
20. Así, en la ley que reforma la legislación electoral de la Región de Murcia se reprodu-
ce textualmente el contenido de la Exposición de Motivos de la ley de reforma del
Estatuto de Autonomía; en la Ley Foral 11/1991, de 16 de marzo, por la que se modifican
determinados preceptos de la Ley Foral 16/1986, de 17 de noviembre, reguladora de las
elecciones al Parlamento de Navarra se afirma que de no producirse las mencionadas mo-
dificaciones “en lo que se refiere a la fecha de celebración de las elecciones, se produci-
ría un efecto no deseado ni por las fuerzas políticas ni por la propia sociedad,...”
Posteriormente, en Galicia, la Ley 15/1992, de 30 de diciembre, por la que se modifica la
Ley 8/1985, de 13 de agosto, de Elecciones al Parlamento de Galicia, fundamenta la mo-
dificación del límite mínimo para la atribución de escaños en “una lógica adaptación de
la Ley a nivel de implantación social de las fuerzas políticas [sic] y la búsqueda de la má-
xima eficacia en la actuación del Parlamento. Esta última dicción se reproduce literalmen-
te, casi tres años después, en la Exposición de Motivos de la Ley 4/1995, de 21 de marzo,
de modificación de la Ley 8/1986, de 26 de noviembre, Electoral de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears: “Una lógica adaptación de la ley electoral al nivel de implantación so-
cial de las fuerzas políticas...”
21. Véanse al respecto las consideraciones de Konrad Hesse en Grundzüge des Verfas-
sungsrechts der Bundesrepublik Deutschland, C. F. Müller Verlag, Heidelberg, 1995, págs.
10 y ss. 
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misma formación política ha conseguido gobernar, en solitario o en
coalición, durante varias o, incluso, la totalidad de las Legislaturas.22
Esta estabilidad, como veremos más adelante, es una de las razones
principales para explicar las escasas transformaciones que han expe-
rimentado las normas electorales autonómicas. En esta línea, sí tene-
mos algún ejemplo de que cuando ha sido necesario para mantener
una mayoría de gobierno se han realizado los cambios oportunos en
la ley electoral autonómica.23
En suma, si los procesos electorales están destinados a producir
tres efectos (expresar la representatividad política, ofrecer legitima-
ción y generar gobiernos)24 parece bastante claro que en las Comuni-
dades Autónomas españolas han sido eficaces en el otorgamiento de
legitimación a los nuevos poderes políticos de ámbito territorial pe-
ro sobre todo, y de manera muy sobresaliente, en la generación de
gobiernos estables.
3. La concurrencia de competencias sobre el derecho
electoral de las Comunidades Autónomas y los
excesos de la LOREG
No ofrece duda alguna que el derecho de sufragio en los proce-
sos electorales autonómicos también forma parte del contenido del
22. Son ejemplos bien conocidos el Partido Nacionalista Vasco en Euskadi (todas las Legis-
laturas); Convergencia i Uniò en Cataluña (seis Legislaturas); el Partido Socialista Obrero
Español en Castilla-La Mancha, Extremadura y Andalucía (todas las Legislaturas), y el Partido
Popular en Castilla-León (desde el año 1991), Madrid, Murcia o La Rioja (desde 1995). 
Para un análisis comparativo, aunque no actualizado, véanse los trabajos Las elecciones
autonómicas en España, 1980-1997, Edición a cargo de Manuel Alcántara y Antonia Martínez,
CIS, Madrid, 1998; El sistema electoral a debate. Veinte años de rendimientos del sistema
electoral español (1977-1997), Edición a cargo de Juan Montabes, CIS, Madrid, 1988. Pueden
verse también los análisis que se publican en el Informe de las Comunidades Autónomas,
dirigido por Joaquín Tornos, Institut de Dret Públic, Barcelona. Sobre los sistemas electo-
rales autonómicos, además de la bibliografía citada, véase Tomás Vidal Marín: Sistemas
electorales y estado autonómico: especial consideración del sistema electoral de  Castilla-
La Mancha, Ediciones Parlamentarias de Castilla-La Mancha, Toledo, 2006.
23. Es sabido que la rebaja del 5 al 3% en la barrera electoral vasca permitió, en las elec-
ciones de 13 de mayo de 2001, el acceso a la Cámara de una formación (Esquer Batua) que
formaba parte del Gobierno y que con la primera barrera no habría conseguido escaños. 
24. Véase al respecto el temprano trabajo de Francesc de Carreras y José María Vallés: Las
elecciones, Blume, Barcelona, 1977, págs. 19 y ss. 
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derecho fundamental de participación política reconocido en el artícu-
lo 23 de la Constitución.25 Por este motivo la regulación de sus elemen-
tos esenciales está reservada a la ley orgánica (artículo 81.1 CE), lo
que es compatible con “la regulación de la materia sobre la que se
proyecta el derecho [por el] legislador ordinario, estatal o autonómi-
co, con competencias sectoriales sobre la misma” (SSTC 127/1994, de
5 de mayo, F. 5, y 173/1998, de 23 de julio, F. 7).
En consecuencia, las Cortes Generales tienen reservada una
parte de la competencia legislativa en materia electoral autonómica
como resultado de dos llamadas constitucionales: la del artículo 81.1
(para la concreción de la definición abstracta del derecho del artícu-
lo 23) y la contenida en el artículo 149.1.1ª (las condiciones básicas que
garanticen la igualdad en su ejercicio). Pero también las Comunidades
Autónomas tienen competencias propias en este ámbito atribuidas
por el bloque de la constitucionalidad: la Constitución les encomien-
da la elección de “una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio
universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional
que asegure, además, la representación de las diversas zonas del te-
rritorio” (artículo 152.1); además, el artículo 148.1.1ª permite a las
Comunidades asumir competencias exclusivas en la organización de
las instituciones de autogobierno;26 por su parte, los Estatutos respec-
tivos contienen, como se verá más adelante, una previsión detallada
tanto del sistema como del procedimiento de elección de su Parlamento.
En suma, nos encontramos con dos competencias exclusivas: por
una parte, la del Estado para regular tanto el desarrollo del conteni-
do esencial del derecho de sufragio como las condiciones básicas que
garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de este
derecho; por otra parte, la de las Comunidades Autónomas para legis-
lar el modo de elección de su Asamblea representativa, sin vulnerar el
desarrollo de los elementos esenciales del derecho fundamental lleva-
do a cabo por la ley orgánica, respetando las “condiciones básicas que
[garantizan] la igualdad en su ejercicio, dictadas por el Estado en vir-
tud del artículo 149.1.1ª de la Norma Fundamental” (STC 154/1988, de
25. Nos ocupamos de ello en El derecho de voto, Tecnos, Madrid, 2003.
26. Sobre el significado constitucional de esta competencia, véase el análisis de Rafael
Naranjo de la Cruz “Instituciones de autogobierno” en Reformas estatutarias y distribu-
ción de competencias, dirección de Francisco Balaguer Callejón, Instituto Andaluz de
Administración Pública, Sevilla, 2007, págs. 157 y ss. 
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21 de julio, F. 3), las previsiones del artículo 152 sobre proporcionali-
dad y representación de las distintas partes del territorio y, por su-
puesto, lo previsto en el respectivo Estatuto de Autonomía.
Ahora nos interesa especialmente insistir en el límite que supo-
nen las “condiciones básicas”, que ni son unas bases susceptibles de
desarrollo legislativo autonómico ni tampoco, por su propio carácter
“básico”, pueden representar un contenido acabado del derecho en
cuestión.27 Debe de tratarse de unos requisitos necesarios para la fi-
nalidad a la que están destinados: la igualdad de los españoles en el
ejercicio del derecho de sufragio en el contexto de un Estado descen-
tralizado políticamente.
Como afirmó Ignacio de Otto en fecha temprana, la igualdad
no podrá entenderse como identidad de posiciones jurídicas, sino en
el sentido de un mandato de equivalencia sustancial o en el resulta-
do, aun cuando las regulaciones jurídicas no sean idénticas. En una
posición que compartimos, este autor sostiene que la interpretación
habrá de ser estricta también en lo que se refiere a la extensión de la
competencia desde la regulación del ejercicio de los derechos a la de
las instituciones conexas; de no ser así, se podrían extender sin lími-
tes y por conexiones amplias las competencias exclusivas del Estado.28
Y eso, añadimos nosotros, es lo que ha ocurrido de manera significa-
tiva con el procedimiento electoral en instituciones como el censo elec-
toral o las competencias de las Juntas Electorales.
En el ámbito que nos ocupa, las condiciones básicas están reco-
gidas en la LOREG, si bien el legislador orgánico no ha precisado, co-
mo debiera,29 qué preceptos tienen ese carácter, pues lo que hace en
la Disposición Adicional Primera, apartado 2, es señalar que “en apli-
27. Para una amplia panorámica doctrinal sobre el sentido del artículo 149.1.1ª, véase
Miguel Ángel Cabellos Espiérrez, Distribución competencial, derechos de los ciudadanos
e incidencia del derecho comunitario, CEPC, Madrid, 2001. Sobre el significado constitu-
cional del precepto véase el estudio de Javier Barnés: Problemas y perspectivas del artí-
culo 149.1.1ª de la Constitución española, Institut d’Estudis Autonòmics, Barcelona,
2004.
28. Estudios sobre Derecho estatal y autonómico, Civitas, Madrid, 1986, págs. 175 y 176.
29. Miguel Ángel Cabellos Espiérrez explica el sentido de esta obligación en su estudio




cación de las competencias que la Constitución reserva al Estado se
aplican también a las elecciones a Asambleas Legislativas de
Comunidades Autónomas convocadas por éstas, los siguientes artícu-
los del Título I de esta Ley Orgánica: 1 al 42; 44; 44bis; 45; 46.1, 2, 4,
5, 6 y 8; 47.4; 49; 51.2 y 3; 52; 53; 54; 58; 59; 60; 61; 62; 63; 65; 66; 68;
69; 70.1 y 3; 72; 73; 74; 75; 85; 86.1; 90; 91; 92; 93; 94; 95.3; 96; 103.2;
108.2 y 8; 109 a 119; 125 a 130; 131.2; 132; 135 a 152”.
Lo anterior significa que, en términos cuantitativos, 116 de los
artículos de la LOREG son aplicables, en todo o en parte, a las eleccio-
nes a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
Pero algunos lo serán en tanto concreción del derecho fundamental
de participación política (por ejemplo, el artículo 2 sobre la titulari-
dad del derecho, o el 44 sobre los legitimados para presentar candi-
daturas), mientras que otros lo serán como condiciones básicas que
garantizan la igualdad. La cuestión estriba en diferenciar entre unos
y otros y verificar que los segundos son efectivamente imprescindi-
bles para el fin al que están destinados y, además, permiten el juego
del legislador electoral autonómico, que, no se olvide, debe poder
organizar sus instituciones de autogobierno.
Como se ha dicho de manera gráfica,30 en caso de duda acerca
de la pertenencia de una norma al ámbito de las condiciones básicas
o al del legislador autonómico, no existiendo otro título estatal que
pueda fundamentar la titularidad de la competencia, deben existir ra-
zones de peso para sustraer al legislador autonómico la posibilidad de
dictarla, motivos que en cualquier caso deberían justificarse con par-
ticular vigor. Tampoco es admisible una legislación pseudoarmoniza-
dora al amparo del artículo 149.1.1ª, con el pretexto de evitar una di-
vergencia normativa en las diferentes Comunidades Autónomas.31
En definitiva, entendemos que las limitaciones derivadas de las
condiciones básicas deben interpretarse de manera restrictiva cuan-
do se trata de legislar sobre los procesos electorales autonómicos
pues no en vano están en juego dos principios estructurales de
nuestro Estado: el democrático y el de autonomía política, íntima-
30. Miguel Ángel Cabellos Espiérrez: ob. cit., pág. 209.
31. Véase al respecto Gerardo Ruiz-Rico Ruiz: Los límites constitucionales del Estado auto-
nómico, CEPC, Madrid, 2001, pág. 162. 
Nuevos Estatutos de Autonomía... - Miguel Ángel Presno
117
mente imbricados en la elección de los órganos de representación
política de la comunidad autónoma. Y es que en un Estado con un
nivel de descentralización política “federal” como el español, los pro-
cedimientos de selección de los órganos autonómicos de represen-
tación política deben ser generados, respetando las condiciones bá-
sicas de igualdad, por los propios poderes de la Comunidad, dotando
así al sistema de las mayores dosis de autorreferencialidad (autogo-
bierno).
Desde luego eso es lo que ocurre en dos sistemas federales clá-
sicos como el estadounidense y el alemán, que si bien, como es cono-
cido, han sido configurados uno de manera presidencialista y el otro
de forma parlamentaria, tienen como importante punto de coinciden-
cia el que en ambos casos la competencia legislativa electoral perte-
nece esencial (República Federal de Alemania) o totalmente (Estados
Unidos) al ente descentralizado.32 Esto no significa que, al igual que
ocurre con el modelo español, los estados federados puedan legislar
al margen de los preceptos constitucionales que consagran el dere-
cho de sufragio como un derecho fundamental de todos los ciudada-
nos que debe poder ser ejercido por ellos en condiciones de igual-
dad. En palabras históricas, “como estándar constitucional básico, la
cláusula de protección equitativa exige que los escaños en las dos cá-
maras de los Estados deben asignarse… con una representación igua-
litaria de todos los ciudadanos, vivan donde vivan” (Reynolds v. Sims,
377 US 533, de 15 de junio de 1964).33
Sin ignorar las diferencias entre estos modelos federales y el
“modelo federal español”, y el distinto sistema general de reparto
de competencias, no consideramos que en materia de elecciones au-
tonómicas dichas diferencias justifiquen constitucionalmente que en
España la cláusula de igualdad –las condiciones básicas que la garan-
tizan en el ejercicio del sufragio– tenga un contenido esencialmen-
te mayor al que desempeña en los sistemas alemán y estadouniden-
32. Para un minucioso análisis comparado de estos sistemas, junto con el italiano, en la
doctrina española, véase el trabajo de Juan Carlos Gavara de Cara: “Modelos comparados
de regulación y homogeneidad de los sistemas electorales”, Cuadernos de Derecho Público,
nº 22-23, cit., págs. 83 y ss. 
33. http://laws.findlaw.com/us/377/533.html; parte del contenido de ésta y otras cinco
sentencias de la misma fecha resultaron acogidos en la Voting Rights Act, de 1965.
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se,34 donde la introducción de instrumentos garantizadores por par-
te de la legislación federal para vincular a los legisladores de los
Estados miembros deberá motivarse y encontrará su razón constitu-
cional de ser en el ejercicio en condiciones de igualdad de la partici-
pación política como concreción del principio democrático.
En Alemania la cláusula de igualdad no habilita al Legislador
federal para que apruebe condiciones que la aseguren en las eleccio-
nes de cada Estado (artículo 28.1. de la Ley Fundamental),35 sino que
es un mandado dirigido a los parlamentos federados, cuya actuación
quedará a expensas de lo que decida en su caso el Tribunal Constitucional
Federal. Sirve como un criterio transversal para controlar los elemen-
tos que forman el sistema electoral de cada Estado, pero no para
comparar los de unos y otros (BVerfGE 69, 92).36
Aunque en España sí hay una habilitación al Legislador estatal,
la función que debe cumplir el artículo 149.1.1ª es similar: no deman-
da una identidad de posiciones jurídicas, sino una equivalencia sus-
tancial, aún cuando las regulaciones jurídicas no sean idénticas; por
este motivo, como veremos con más detalle enseguida, también el
sistema español permite al Legislador autonómico seleccionar la con-
creta fórmula de carácter proporcional, fijar las circunscripciones o de-
cidir si establece la barrera electoral.
34. Sobre el sistema electoral alemán véase, por ejemplo, Hans Meyer: Wahlsystem und
Verfassungsordnung. Bedeutung und Grenzen wahlsystematischer Gestaltung nach dem
Grundgesetz, Metzner Verlag, Frankfurt, 1973; en especial, págs. 142 y ss., y 282 y ss.; so-
bre el estadounidense, Alessander Keyssar: The Right to vote. The contested history of de-
mocracy in the United States, Basic Books, Nueva York, 2000; en particular, págs. 256 y ss.
y 284 y ss., e Issacharoff/Karlan/Pildes: The Law of Democracy. Legal Structure of the Political
Process, Foundation Press, 2002.
35. “El orden constitucional de los Estados federados deberá responder a los principios
del Estado de Derecho republicano, democrático y social en el sentido de la presente Ley
Fundamental. En los Estados federados, distritos y municipios, el pueblo deberá tener una
representación surgida de elecciones generales, directas, libres, iguales y secretas. En los
distritos y municipios, de acuerdo con el Derecho de la Comunidad Europea, el derecho
de votar y de ser elegido lo tienen también las personas que posean la nacionalidad de
un Estado miembro de la Comunidad Europea. En los municipios, en lugar de un cuerpo
elegido podrá actuar la asamblea municipal.” 
36. Disponible en http://sorminiserv.unibe.ch:8080/tools/AInfo.exe; en la doctrina, véanse
los estudios de Michael Wild: Die Gleichheit der Wahl. Dogmengeschichtliche und syste-
matische Darstellung, Duncker & Humblot, Berlín, 2003, págs. 192 y ss., y 258 y ss., y Wolfgang
Schreiber: Handbuch des Wahlrechts zum Deutschen Bundestag, Karl Heymanns Verlag,
Colonia, 2002, 7ª edición, págs. 109 y ss.
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En consecuencia, los preceptos de la LOREG de aplicación a las
elecciones autonómicas que no contengan desarrollo de elementos
esenciales del derecho de sufragio ni condiciones básicas que asegu-
ren la igualdad de los españoles en el ejercicio del sufragio en aque-
llos procesos constituirán excesos de dicha Ley Orgánica; a título de
ejemplo, y sin ánimo de exhaustividad, constituyen extralimitaciones
la prohibición de que las Comunidades Autónomas puedan gestionar
el censo electoral para las elecciones a su Asamblea Legislativa, así
como la fijación del día de la elección y de la duración de la campa-
ña electoral.
Sobre la primera cuestión se pronunció el Tribunal Constitucional
a resultas del recurso interpuesto por el Presidente del Gobierno con-
tra diversos preceptos de la Ley 28/1983, de 25 de noviembre, de
Elecciones al Parlamento Vasco (STC 154/1988, de 21 de julio)”.37
El Tribunal declaró la inconstitucionalidad del artículo 13.1 de
la Ley 28/1983:
“pues este precepto, al prescribir que «corresponde al Gobierno
Vasco, a través de la Dirección de Estadística, elaborar y tener al
día el censo electoral», viene a desconocer la existencia de un
censo nacional de electores y a propiciar, en la misma medida,
una plena desconexión entre dicho censo y el utilizable en las
elecciones al Parlamento Vasco, situación que no es conciliable
con la exigencia que, en este ámbito, deriva del artículo. 149.1.1
de la Constitución y que ha sido recogida en el artículo 31.3 de
la LOREG.”
No compartimos esta conclusión; como es sabido, a diferencia
de lo que ocurría con el sufragio censitario donde la inclusión en el cen-
so era un elemento constitutivo del voto, con un sufragio de carácter
universal la inscripción censal no es más que una declaración de que
la persona posee los requisitos necesarios para el ejercicio de ese de-
37. Como recuerda Juan Carlos Gavara de Cara, en este caso el Tribunal aplicó como pa-
rámetro la LOREG, norma que no estaba en vigor en el momento de aprobar la Ley Vasca
ni cuando se presentó el recurso de inconstitucionalidad, sin dar posibilidad a las partes
de que realizaran alegaciones a la luz de las condiciones básicas fijadas en la nueva nor-
ma; “La distribución de competencias en materia electoral en el Estado de las Autonomías”,
Cuadernos de Derecho Público, 22-23, cit., nota 150, pág. 60. 
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recho. El individuo tiene así “derecho” a estar inscrito en el censo y la
Administración electoral tiene la obligación de llevar a cabo la men-
cionada inscripción. Si no lo hace, o si la realizada no se correcta, el per-
judicado tiene en su mano la posibilidad de instar las oportunas recti-
ficaciones a través de diferentes vías, administrativas y jurisdiccionales.38
Pero no hay una relación de causa-efecto, como deduce el Tribunal,
entre la posibilidad de que las Comunidades Autónomas elaboren y
mantengan el censo de electores para sus elecciones y que “dicho re-
quisito pudiera llegar a ser diversamente reconocido, respecto de un
mismo elector, para unas y otras elecciones”. Y es que el ejercicio del
derecho, y la propia titularidad, sí está diversamente reconocido para
unas y otras elecciones: hay electores en los comicios locales y al
Parlamento Europeo que no lo son ni en las elecciones autonómicas ni
en las generales, y ello por mandato de las normas sustantivas del de-
recho y no por ninguna cuestión relativa a su inscripción en el censo.39
No se entiende, por otra parte, que mientras el Tribunal Constitu-
cional admite la libertad de configuración del Legislador autonómi-
38. Incluso se puede ejercer el sufragio a través de las certificaciones censales específicas
y por la acreditación del “derecho a estar inscritos en el censo de la Sección mediante la
exhibición de la correspondiente sentencia judicial” (artículo 85 LOREG); véase al respec-
to la Instrucción de la Junta Electoral Central 7/2007, de 12 de abril, sobre la certificación
censal específica prevista en el artículo 85.1 de la LOREG. 
39. Las leyes electorales autonómicas establecen que son electores todos los que, gozan-
do del derecho de sufragio activo, tengan la condición política de andaluces, aragoneses,
asturianos, etcétera: artículo 2.1 de las leyes electorales de Andalucía, Aragón, Illes Balears,
Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Extremadura, Galicia, La Rioja, Madrid, País
Vasco, Principado de Asturias y Comunidad Valenciana y Canarias. La Ley Foral 16/1986,
reguladora de las elecciones al Parlamento de Navarra demanda como requisito que los
electores figuren inscritos en el Censo Electoral único correspondiente a cualquiera de los
municipios de Navarra (art. 3.1). A su vez, las exigencias para adquirir esa condición polí-
tica vienen definidas en los respectivos Estatutos de Autonomía, que establecen como cri-
terio que se trate de ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del
Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de la comunidad
autónoma: artículo 3.1 del nuevo Estatuto de la Comunidad Valenciana, así como de los
Estatutos de Castilla-La Mancha (el mismo precepto en la proposición de reforma),
Extremadura y Galicia; 4.1 del nuevo Estatuto de Aragón, así como de los de las Islas Canarias
(5 en la proposición de reforma pendiente de aprobación) y Cantabria; 5.1 de la Ley de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y del nuevo Estatuto de
Andalucía; 6.1 de los Estatutos de Castilla y León (artículo 7.1 en la proposición de refor-
ma pendiente de aprobación), La Rioja y Murcia; 7.1 de los Estatutos del País Vasco, del
Principado de Asturias y del nuevo Estatuto de Cataluña; 7.2 del Estatuto de Madrid, y 9.1
del nuevo Estatuto de Illes Balears.
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co para introducir causas de inelegibilidad e incompatibilidad,40 no
acepta su competencia para realizar y mantener un censo, que debe-
rá limitarse a declarar la condición de elector y que únicamente será
de aplicación en elecciones sobre las que la Comunidad tiene recono-
cidas amplias posibilidades de actuación.
Sostiene el Tribunal que el riesgo para la igualdad “no queda-
ría suficientemente salvado con la existencia de una normativa esta-
tal aplicable en todo el territorio que regulase los requisitos para la
inscripción en el censo y los datos en él inscribibles, ni con la garan-
tía representada por una eventual revisión judicial de lo actuado por
las distintas administraciones, pues las normas generales no siempre
pueden predeterminar en su totalidad los criterios de los órganos
que las han de aplicar y, en lo que a la revisión judicial se refiere, los
pronunciamientos judiciales versarían, en esta hipótesis de censos di-
versos, sobre inscripciones censales también distintas”.
No parece que el asunto sea tan complicado: la norma general
(la LOREG) sí puede predeterminar, como en efecto hace en los artí-
culos 31 y siguientes, cómo se forma el censo electoral y los recursos
que caben ante el incumplimiento de sus previsiones; y los pronun-
ciamientos judiciales versarán, en cada caso, sobre la concreta ins-
cripción o falta de inscripción sometida a enjuiciamiento.
El segundo ejemplo de exceso por parte de la LOREG es la fija-
ción de la campaña electoral y del día de las elecciones.41 De acuerdo
con su artículo 42, las elecciones “deberán celebrarse el día quincua-
gésimo cuarto posterior a la convocatoria”; conforme al artículo 51.2
de la misma norma, la campaña electoral “dura quince días”. Ambos
preceptos son de aplicación a las elecciones autonómicas (Disposición
Adicional Primera).
40.De acuerdo con la STC 40/1981, de 18 de diciembre, F. 1: “En una consideración conclu-
siva de conjunto de este punto, cabe añadir que el tema que en el presente caso se ven-
tila guarda la más estrecha conexión con el concepto de autonomía, el cual, con respecto
a las Comunidades Autónomas, ha sido ya perfilado en anteriores Sentencias de este
Tribunal, por lo que no requiere ser aquí objeto de nueva valoración. 
41. Para un análisis detallado y reciente, véase el trabajo de Emilio Pajares Montolío: “La
financiación y la campaña electoral en los regímenes electorales autonómicos”, Cuadernos
de Derecho Público, 22-23,…, págs. 239 y ss.
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Ya se ha comentado que una de las reformas estatutarias re-
sultado de los acuerdos entre las dos principales formaciones políti-
cas de ámbito nacional tuvo como consecuencia que las comunida-
des afectadas por los pactos necesariamente celebrasen elecciones
autonómicas el cuarto domingo de mayo cada cuatro años; esta
restricción ha empezado a caer con las reformas de los Estatutos
culminadas en los años 2006 y 2007,42 de manera que la posibilidad
de elecciones anticipadas se amplía notablemente, pues cabe salvo
que esté en trámite una moción de censura o que no haya transcu-
rrido un tiempo mínimo desde la anterior disolución (suele ser de
un año).
No obstante lo anterior, y por mandato de la LOREG, las elec-
ciones se celebrarán el día 54 posterior a la convocatoria (no el 53 o
el 55) y la campaña electoral tendrá que durar 15 días (no 14 ó 16).
Si puede considerarse una condición básica que la campaña elec-
toral tenga una duración mínima e, incluso, máxima, como sucede en
la Ley Orgánica de Referéndum,43 no creemos que la inflexibilidad tem-
poral de la LOREG sirva para garantizar la igualdad entre los españo-
les en el ejercicio del sufragio y sí parece que merma de manera in-
justificada la capacidad del órgano que convoca las elecciones para,
sin menoscabo del derecho fundamental, acortar o alargar el proce-
so y, por tanto, modificar el día de la votación o para decidir la dura-
ción de la campaña.
4. La configuración estatutaria del sistema 
y del procedimiento electoral autonómico
Como es conocido, el derecho de sufragio constituye uno de
los casos paradigmáticos de lo que el Tribunal Constitucional ha de-
42. Artículo 23 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana; 55 del Estatuto
de Autonomía de las Illes Balears y 52 del Estatuto de Autonomía de Aragón. En la mis-
ma línea se insertan las Propuestas de reforma pendientes de tramitación por las Cortes:
artículo 34 de la propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias; artículo
37 de la propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, y artículo 49
de la propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha.
43. Según el artículo 15.1 de esta Ley Orgánica, “la campaña no podrá tener una duración
inferior a diez, ni superior a veinte días...” 
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nominado “derechos fundamentales de configuración legal”, para
referirse a los que necesitan para su plena eficacia la delimitación por
el legislador.44 Sólo un “mínimo contenido” del derecho fundamen-
tal en cuestión gozaría de eficacia directa, necesitando de la inter-
vención del legislador para la delimitación de su objeto, contenido y
límites.45
No ofrece dudas que el ejercicio del derecho de sufragio re-
quiere normas electorales y una administración específica que, de
acuerdo con la Constitución, sólo la ley puede crear; dicha ley será or-
gánica u ordinaria según se trate de una norma reguladora del des-
arrollo del derecho o de su mero ejercicio.46
Parece, pues, que es indispensable la actuación del legislador
electoral autonómico para que se pueda ejercer de manera eficaz
el derecho de sufragio en las elecciones a los Parlamentos de las
Comunidades Autónomas. Sin embargo, no ha sido así ni el ámbi-
to teórico ni el plano práctico, como lo demuestra el ejemplo sig-
nificativo del Parlamento de Cataluña, que ha sido elegido en ocho
ocasiones (desde 1980 a 2006) a pesar de que la Comunidad Autó-
noma catalana carece, casi treinta años después de su constitución,
de ley electoral. Su ausencia ha sido cubierta en el ámbito autonó-
mico con las disposiciones transitorias del Estatuto de Autonomía
44. Así, por ejemplo, SSTC 24/1990, F. 2; 25/1990, F. 6; 26/1990, F. 4; 214/1998, F. 3, sobre el
derecho a participar en los asuntos públicos. 
45. Véase, con más detalle, Bastida/Villaverde/Requejo/Presno/Aláez/Fernández: Teoría ge-
neral de los derechos fundamentales en la Constitución española de 1978, Tecnos, Madrid,
2004, págs. 159 y ss. 
46. Sobre la “legislación electoral general”, además de la bibliografía ya citada, véanse
Luis M. Cazorla Prieto, Comentarios a la Ley Orgánica de Régimen Electoral General,
Civitas, Madrid, 1986; Ramón Entrena Cuesta, Comentarios a la Ley Orgánica de Régimen
Electoral General, Civitas, Madrid, 1986; sobre la discusión parlamentaria de la LOREG,
Ley Orgánica de Régimen Electoral General. Trabajos parlamentarios, Cortes Generales.
Madrid, 1986; sobre el régimen electoral, Arnaldo Alcubilla/Delgado-Iribaren, Código
Electoral, El Consultor de los Ayuntamientos y Juzgados, Madrid, 2007, 5ª ed.; Enrique
Arnaldo Alcubilla, El régimen electoral de España, BOE, Madrid, 1999; Baras Gómez/Botella
Corral, El sistema electoral, Tecnos, Madrid, 1996; Francisco Fernández Segado, Estudios
de Derecho Electoral, Ediciones Jurídicas, Lima, 1997; Pablo Santolaya Machetti, Manual
de procedimiento electoral, Ministerio de Justicia, Madrid, 1999, 4ª ed; VVAA, Reflexiones
sobre el régimen electoral, IV Jornadas de Derecho Parlamentario, Congreso de los
Diputados, Madrid, 1997; VV. AA., La reforma del régimen electoral, CEC, Cuadernos y




de 197947 y por la Ley 5/1984, de 5 de marzo, por la que se adapta
la normativa electoral general para las elecciones al Parlamento de
1984, cuyo único artículo reitera las previsiones de la Disposición
Transitoria Cuarta del Estatut; a su vez, la norma que ha colmado
las lagunas autonómicas ha sido la LOREG, y lo fue el Decreto-Ley
de 1977 en las dos primeras elecciones autonómicas en Cataluña
(1980 y 1984).48
Los Estatutos de Autonomía, tanto en su primera redacción co-
mo en las recientes reformas, han venido regulando los elementos nu-
cleares de los respectivos sistemas electorales: circunscripciones terri-
toriales;49 el tamaño máximo y mínimo de la Asamblea Legislativa;50
los titulares de los derechos de sufragio activo y pasivo (los ciudada-
nos de la comunidad autónoma mayores de edad en uso de sus dere-
chos políticos), el carácter proporcional del sistema y la duración del
mandato (cuatro años).
47. “Cuarta.– En tanto una Ley de Cataluña no regule el procedimiento para las eleccio-
nes al Parlamento, éste será elegido de acuerdo con las normas siguientes: ... 2. Las cir-
cunscripciones electorales serán las cuatro provincias de Barcelona, Gerona, Lérida y
Tarragona. El Parlamento de Cataluña estará integrado por 135 Diputados, de los cuales
la circunscripción de Barcelona elegirá un Diputado por cada 50.000 habitantes, con un
máximo de 85 Diputados. Las circunscripciones de Gerona, Lérida y Tarragona elegirán un
mínimo de seis Diputados, más uno por cada 40.000 habitantes, atribuyéndose a las mis-
mas 17, 15 y 18 Diputados, respectivamente. 
3. Los Diputados serán elegidos por sufragio universal, igual, directo y secreto, de los ma-
yores de 18 años, según un sistema de escrutinio proporcional... 5. En todo aquello que
no esté previsto en la presente disposición serán de aplicación las normas vigentes para
las elecciones legislativas al Congreso de los Diputados de las Cortes Generales”. 
48. Véase el comentario de Joan Marcet Morera: “El régimen electoral de Cataluña”,
Cuadernos de Derecho Público, 22-23,..., págs. 327 y ss.; sobre el contenido de la futura
ley electoral catalana, la obra colectiva Reflexions al voltant de la Llei electoral catalana,
Fundació Carles Pi i Sunyer, Barcelona, 2002; en fecha más reciente y en esta misma re-
vista, Jaime Magre Ferran: “Reflexions entorn del sistema electoral del Parlament de
Catalunya: efectes, propostes i límits”, Revista d’Estudis Autonòmics i Federals, nº 1, 2005,
págs. 163 y ss. 
49. Se precisa en la mayoría de los Estatutos el ámbito territorial de la elección; es decir,
si la circunscripción es la propia comunidad autónoma, la provincia, la isla o el territorio
histórico; así, la provincia en Andalucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Madrid,
Comunidad Valenciana, Extremadura y Galicia; en las Illes Balears se enumera: Mallorca,
Menorca, Ibiza y Formentera; en Canarias es la isla, y en Cantabria y La Rioja la comuni-
dad autónoma. Nada dicen los estatutos de Cataluña, Asturias, Navarra y la Región de
Murcia. 
50. Estatutos de Autonomía de Cataluña, Comunidad Valenciana, Asturias, Canarias,
Cantabria, Castilla-La Mancha, Extremadura, Galicia, La Rioja, Navarra y la Región de Murcia. 
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Estos contenidos suponen la traslación autonómica de la “cons-
titución electoral”, pero las previsiones incorporadas a los Estatutos
no se han quedado ahí, sino que en muchos casos también han regu-
lado cuestiones que les convierten en la auténtica ley electoral de la
comunidad autónoma; es lo que ha ocurrido con la concreción de la
barrera electoral;51 los márgenes máximos de proporcionalidad,52 los
criterios de paridad (artículo 56.3 del nuevo Estatuto de Cataluña) o
la previsión de que la ley “establecerá criterios de igualdad de géne-
ro para la elaboración de las listas electorales, y regulará la obliga-
ción de los medios de comunicación de titularidad pública de organi-
zar debates electorales entre las formaciones políticas con representación
parlamentaria” (artículo 105 del nuevo Estatuto de Andalucía).
Sobre este último ejemplo, cabe recordar que en la propuesta
que el Grupo Socialista en el Parlamento de Andalucía presentó para
la reforma del Estatuto se incluyó la paridad en las listas electorales,
con el argumento de que “al contemplarse de manera explícita en el
Estatuto, elevamos el rango normativo de la legislación aprobada re-
cientemente, por amplia mayoría, en el Parlamento andaluz”.53 Es
obvio que la consecuencia de incorporar contenidos de la ley electo-
ral al estatuto “no es elevar el rango normativo”, sino, al menos en
el caso andaluz, dotar a esa disposición de una mayor rigidez y de
sustraerlo al debate parlamentario ordinario, lo que no deja de ser
un tanto paradójico si se piensa que el establecimiento de condicio-
nes de igualdad de género en las listas electorales bien pudiera tener
una vocación de temporalidad.
Puestos a añadir elementos institucionales del sistema electoral
a los Estatutos de Autonomía se echa en falta una mención a la Junta
Electoral de la Comunidad Autónoma, que únicamente interviene
51. La anterior redacción del Estatuto de la Comunidad Valenciana fijaba una barrera
electoral del 5% de los votos emitidos en el conjunto de la Comunidad.
52. Inferior a la relación de uno a tres (artículo 24 del nuevo Estatuto de la Comunidad
Valenciana); ninguna provincia tendrá más del doble de diputados que otra (artículo 104
del nuevo Estatuto de Andalucía); que la cifra de habitantes necesarios para asignar un
diputado a la circunscripción más poblada no supere 2,75 veces la correspondiente a la me-
nos poblada (artículo 36 de la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto
de Autonomía de Aragón). 
53. En la página del Parlamento http://www.parlamentodeandalucia.es/opencms/export/por-




cuando se trata de elecciones a la respectiva Asamblea Legislativa y,
por tanto, en materia de “instituciones de autogobierno” (artículo
148.1 de la Constitución). Esta Junta tendría que tener mucho más pro-
tagonismo en los comicios autonómicos, dejando de ser, como la con-
figura la LOREG (artículos 19, 20 y 21), una instancia subordinada a la
Junta Electoral Central en materia de instrucciones, consultas, inter-
pretación de la normativa aplicable y recursos.54
No parece aventurado sostener que una mayor capacidad de
intervención de las Juntas Electorales autonómicas en las elecciones
de esta naturaleza ni menoscaba la igualdad esencial de los electores
ni distorsiona el devenir democrático de esos procesos electorales;55
más bien al contrario: la atribución a estas Juntas Electorales de la com-
petencia para resolver con carácter vinculante y definitivo las consul-
tas que puedan plantear las Juntas Provinciales y unificar sus criterios
en la aplicación de la legislación electoral autonómica, además de ser
más coherente con el carácter del proceso, serviría también para des-
cargar a la Junta Electoral Central de competencias.
Sin embargo, los nuevos Estatutos de la Comunidad Valenciana,56
Cataluña, Andalucía y Aragón no la contemplan, cosa que tampoco
hacen las propuestas de reforma de los Estatutos de Canarias, Castilla
y León, y Castilla-La Mancha. Únicamente la Disposición Transitoria Sép-
tima del nuevo Estatuto de Autonomía de las Illes Balears menciona
la Junta Electoral de Comunidad Autónoma y lo hace en exclusiva en la
Disposición Transitoria Séptima para mencionar su intervención en
las elecciones a los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e Ibiza.
54. Véanse Juan Cano Bueso: “La organización de las elecciones en las Comunidades
Autónomas”, IV Jornadas de Derecho Parlamentario. Reflexiones sobre el Régimen Electoral...,
págs. 461 y ss.; y María Vicenta García Soriano: “La Administración electoral autonómi-
ca”, Cuadernos de Derecho Público, nº 22-23,..., págs. 269 y ss. 
55. De la misma opinión, Juan Cano Bueso: “La organización de las elecciones en las
Comunidades Autónomas”, IV Jornadas de Derecho Parlamentario. Reflexiones sobre el
Régimen Electoral,..., págs. 473 y 474; José Antonio Portero Molina: “El régimen electo-
ral del Parlamento de Galicia” y Manuel Martínez Sospedra: “El régimen electoral
Valenciano”, los dos últimos en Cuadernos de Derecho Público, 22-23,..., págs. 341 y 412,
respectivamente.
56. Para un comentario de las consecuencias electorales derivadas del nuevo Estatuto de
la Comunidad Valenciana, véase Manuel Martínez Sospedra: “Sobre la necesidad de una
Ley Electoral Valenciana (Los condicionantes constitucionales y estatutarios de la Ley
Electoral”, Corts. Anuario de Derecho Parlamentario, nº 18, 2007, págs. 121 y ss.
Nuevos Estatutos de Autonomía... - Miguel Ángel Presno
127
Una vez visto lo anterior, parece oportuno preguntarse el por
qué de esta tendencia a convertir, con mayor o menor grado de de-
talle, al Estatuto de Autonomía en la “ley electoral” de la comunidad
autónoma; las respuestas son, con probabilidad, diversas e, incluso,
dependientes de la coyuntura política tanto nacional como autonó-
mica. Aquí apuntaremos algunas; antes debemos aclarar que ningún
problema de constitucionalidad nos plantea esta regulación estatu-
taria del sistema y el procedimiento electoral, pues, como es sabido,
con ella no se hace otra cosa que limitar la capacidad del legislador,
lo que no deja de ser, en las Comunidades Autónomas, una expresión
de autogobierno.57 Por otra parte, como veremos más adelante, ello
no es un obstáculo insalvable para que el legislador autonómico pue-
da desempeñar un importante papel de creación jurídica en aspectos
como la composición de las listas electorales, la forma de ejercicio del
voto o la concreta fórmula electoral de tipo proporcional.
Volviendo a las razones que pueden explicar este fenómeno, una
de ellas, seguramente nada trivial, es la propia inercia que caracteri-
za a la normativa electoral, de cuyo origen y desarrollo en nuestro
país nos hemos ocupado en las primeras páginas.58 Allí vimos la re-
cepción en los Estatutos de Autonomía, tanto en el articulado como
en las Disposiciones Transitorias, de concretas y minuciosas previsio-
nes sobre la elección de las asambleas parlamentarias. Las posteriores
reformas estatutarias han incidido en esta línea de mantener y, si ca-
be, incorporar, previsiones de contenido netamente electoral.
Otra respuesta tiene que ver con la interpretación que ha veni-
do realizando el Tribunal Constitucional de lo que es el régimen elec-
toral general: “está compuesto por las normas electorales válidas pa-
ra la generalidad de las instituciones representativas del Estado en su
conjunto y en el de las entidades territoriales en que se organiza, a
tenor del artículo 137 de la Constitución española, salvo las excepcio-
57. Sobre esta cuestión ofrece particular interés el debate sostenido en la Revista Española
de Derecho Constitucional entre Luis María Díez-Picazo, “¿Pueden los Estatutos de Autonomía
declarar derechos, deberes y principios?”, nº 78, págs. 63 y ss., y Francisco Caamaño
Domínguez, “Sí pueden (Declaraciones de derechos y Estatutos de Autonomía)”, nº 79,
págs. 33 y ss.
58. Ya se refirió, en 1979, a esta característica de la legislación electoral en general, Luis
Sánchez Agesta: Constitución española. Edición comentada, Centro de Estudios Cons-
titucionales, Madrid, 1979, pág. 172. 
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nes que se hallen establecidas en la Constitución o en los Estatutos”
(STC 38/1983, de 16 de mayo, F.3).
Es bueno recordar, como ha hecho algún autor,59 que este pro-
nunciamiento es un obiter dictum en una sentencia sobre la constitu-
cionalidad de la legislación electoral local y en unas circunstancias en
las que no funcionaban con plenitud las legislaciones electorales au-
tonómicas; sin embargo, este criterio jurisprudencial no ha sido revi-
sado y ha servido para avalar, con fundamento en el artículo 149.1.1ª
de la Constitución, el carácter de legislación básica de una parte muy
extensa de la LOREG y la consideración del Estatuto como norma que
puede excepcionarla.
La propia Disposición Adicional Primera dice que “lo dispuesto
en esta Ley se entiende sin perjuicio del ejercicio de las competencias
reconocidas, dentro del respeto a la Constitución y a la presente Ley
Orgánica, a las Comunidades Autónomas por sus respectivos estatutos
en relación con las elecciones a las respectivas asambleas legislativas”.
Parece, pues, asentada la convicción de que la única fórmula
para introducir innovaciones en el procedimiento electoral de una
Comunidad Autónoma es su incorporación al Estatuto, “blindándo-
las” así frente al legislador de las condiciones básicas. Ejemplo de ello
es la mención, que se acaba de recordar, a la idea de “elevación de
rango normativo”, a la que se apela en la propuesta de reforma del
Estatuto de Andalucía realizada por el Grupo Socialista.
5. La escasa creatividad del legislador electoral
autonómico
Es importante señalar que incluso teniendo en cuenta los lími-
tes derivados del artículo 23 de la Constitución, del desarrollo legis-
lativo orgánico (ex artículo 81.1) y de las condiciones básicas (ex ar-
tículo 149.1.1ª), así como las prescripciones que contenga su Estatuto
de Autonomía, existe un margen no despreciable de actuación para
regular aspectos muy relevantes del sistema electoral, como la estruc-
59. Juan Carlos Gavara de Cara: “La distribución de competencias en materia electoral en
el Estado de las Autonomías”, Cuadernos de Derecho Público, 22-23,…, pág. 12. 
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turación de las listas, la forma de ejercicio del voto, la concreta fór-
mula de tipo proporcional o el porcentaje de la barrera, y el espacio
legislativo adecuado para concretar estas cuestiones es la ley electo-
ral autonómica y no el Estatuto de Autonomía. Se trata de una com-
petencia atribuida de manera directa a las Comunidades Autónomas
por la Constitución y sus Estatutos y no, como parece deducirse de la
Disposición Adicional Primera de la LOREG, una mera excepción al
“régimen electoral general”.60 A continuación nos detendremos
brevemente en esas puertas que, a pesar de todo, están abiertas a la
innovación legislativa autonómica, pero que apenas han sido tras-
pasadas.
La responsabilidad de esta indolencia normativa no es, obvia-
mente, de la legislación electoral general sino del propio legislador
autonómico, que se siente cómodo con un sistema que, al margen de
sus deficiencias, garantiza estabilidad parlamentaria y genera pocos
sobresaltos.
Así, el legislador autonómico está “limitado” por el carácter pro-
porcional del sistema electoral, pero ello no le impide adoptar fór-
mulas –sobre cuya bondad aquí no nos vamos a detener– que no han
sido exploradas por el legislador estatal, como un sistema de listas ce-
rradas pero no bloqueadas.
Sí se han animado algunos Parlamentos autonómicos a introdu-
cir criterios de paridad en sus leyes electorales: es lo que ha ocurrido
en Illes Balears, Castilla-La Mancha, País Vasco y Andalucía.61 Las dos
60. En el mismo sentido, Juan Carlos Gavara de Cara: ob. cit., pág. 13; en sentido contra-
rio, Pablo Santolaya Machetti: “La delimitación de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas en materia electoral”, Revista de Derecho Político, nº 24, 1987,
pág. 36. 
61. La Ley 6/2002, de 21 de junio, da una nueva redacción al artículo 16 de la Ley electo-
ral de las Illes Balears; el nuevo párrafo cuatro dispone que “Con el fin de hacer efectivo
el principio de igualdad en la participación política, las candidaturas electorales deberán
contener una presencia equilibrada de hombres y mujeres. Las listas se integrarán por
candidatos de uno y otro sexo ordenados de forma alternativa”.
La Ley 11/2002, de 27 junio, de modificación de la Ley 5/1986, Electoral de Castilla-La
Mancha, añade un nuevo apartado 1 bis al artículo 23 de la Ley 5/1986, de 23 de diciem-
bre, Electoral de Castilla-La Mancha, con la siguiente redacción: “Para garantizar el prin-
cipio de igualdad en la representación política, las candidaturas que presenten los parti-
dos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores, alternarán hombres
y mujeres, ocupando los de un sexo los puestos pares y los del otro los impares. La Junta 
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primeras normas fueron recurridas en su día por el Presidente del
Gobierno ante el Tribunal Constitucional, por lo que no llegaron a apli-
carse en las elecciones autonómicas de 2003; sí se aplicaron en las elec-
ciones de 27 de mayo de 2007 a resultas de la admisión de los desis-
timientos de los recursos (AATC 331/2006, de 26 de septiembre, y
359/2006, de 10 de octubre62) y de la propia aprobación de la Ley
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de muje-
res y hombres, que, en su parte electoral, ha sido recurrida ante el
Tribunal Constitucional por diputados del Grupo Popular. Mejor suer-
te tuvo desde el inicio la Ley vasca, que sí se aplicó en las elecciones
de 17 de abril de 2005, dando como resultado una Cámara en la que
por vez primera en la historia parlamentaria española el número de
mujeres es mayor que el de hombres.
En estas líneas nos limitaremos a analizar el encaje constitucio-
nal de estas disposiciones desde la perspectiva del sistema de fuentes
y de la distribución constitucional de competencias, y en relación úni-
camente con el derecho de sufragio pasivo, sin desconocer su inci-
dencia en otros derechos fundamentales.63
Electoral sólo aceptará aquellas candidaturas que cumplan este precepto tanto para los
candidatos como para los suplentes”.
La Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres, modifica la Ley
5/1990, de 15 de junio, de Elecciones al Parlamento Vasco, añadiendo un párrafo, con el
número 4, al artículo 50 de la Ley 5/1990, de 15 de junio, de Elecciones al Parlamento Vasco,
con el siguiente tenor: “4. Las candidaturas que presenten los partidos políticos, federa-
ciones, coaliciones o agrupaciones de personas electoras estarán integradas por al menos
un 50% de mujeres. Se mantendrá esa proporción en el conjunto de la lista de candida-
tos y candidatas y en cada tramo de seis nombres. Las juntas electorales del territorio his-
tórico competentes sólo admitirán aquellas candidaturas que cumplan lo señalado en es-
te artículo tanto para las personas candidatas como para las suplentes”. 
La Ley 5/2005, de 8 abril, modifica la Ley 1/1986, Electoral de Andalucía, de manera que
el apartado 1 del artículo 23 de la Ley Electoral de Andalucía queda redactado del si-
guiente modo: “1. La presentación de candidaturas, en la que se alternarán hombres y mu-
jeres, habrá de realizarse entre el decimoquinto y el vigésimo días posteriores a la convo-
catoria, mediante listas que deben incluir tantos candidatos como escaños a elegir por cada
circunscripción y, además, cuatro candidatos suplentes, expresándose el orden de coloca-
ción de todos ellos, ocupando los de un sexo los puestos impares y los del otro los pares”. 
62. http://www.tribunalconstitucional.es/AUTOS2006/ATC2006-331.html y
http://www.tribunalconstitucional.es/AUTOS2006/ATC2006-359.html
63. Alberto Arce Janáriz se ocupa de todas estas perspectivas en su trabajo “Primeras le-
yes en España sobre paridad electoral”, Diario La Ley de 23 de septiembre de 2002,
págs. 1699 y ss.; ahí menciona la ya abundante bibliografía existente en España sobre
las cuotas y la paridad electoral; entre ella, Elviro Aranda Álvarez, Cuota de mujeres y
régimen electoral, Dykinson, Madrid, 2001; Marc Carrillo López, “Cuotas e igualdad por 
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Si, como ya se ha recordado, el derecho de sufragio en los pro-
cesos electorales autonómicos forma parte del contenido del dere-
cho fundamental de participación política, su regulación también es-
tá sometida a una reserva legal, la de ley orgánica prevista en el artículo
81.1. de la Norma Fundamental para desarrollar los elementos esen-
ciales de cualquier derecho fundamental, y si bien es “cierto que la
reserva de Ley Orgánica no supone atribución de ningún título com-
petencial, no lo es menos que sólo el Estado puede dictar esta forma
de ley en desarrollo de los derechos fundamentales y libertades pú-
blicas y que las Comunidades Autónomas al ejercer sus competencias
deben respetar el contenido de las mismas so pena de incurrir en un
vicio de inconstitucionalidad” (STC 173/1998, de 23 de julio, F. 7).
La exigencia de que las candidaturas adopten la forma de “cre-
mallera” (Leyes electorales de Baleares, Castilla-La Mancha y Andalucía)
o contengan al menos un 50% de mujeres (Ley electoral del País Vasco)
afecta a la libertad de configuración de las candidaturas y regula un
aspecto “esencial” del acceso a los cargos públicos representativos,
por lo que, de conformidad con la jurisprudencia constitucional (SSTC
101/1991, de 13 de mayo, F. 2; 142/1993, de 22 de abril, F. 2, y 127/1994,
razón de sexo: una reforma constitucional y un caso singular”, en Luis López Guerra
(Coordinador), Estudios de Derecho Constitucional. Homenaje al Profesor Dr. D. Joaquín
García Morillo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2001, págs. 163 y ss.; Ascensión Elvira Perales,
“Representación y sexo”, Cuadernos de Derecho Público, nº 9, 2000, págs. 131 y ss.;
Fernando Rey Martínez, “La discriminación positiva de mujeres”, Revista Española de
Derecho Constitucional, nº 47, 1996, págs. 309 y ss.; Octavio Salazar Benítez, “La pre-
sencia de las mujeres en los cargos públicos representativos”, Cuadernos de la Cátedra
Fadrique Furió Ceriol, nº 25, 1998, págs. 101 y ss.; VV. AA., Mujer y Constitución en Es-
paña, CEPC, Madrid, 2000; VV. AA., Género, Constitución y Estatutos de Autonomía,
Ponencias del Congreso celebrado en el INAP los días 4 y 5 de Abril de 2005; pueden
consultarse en http://www.inap.map.es/inapweb/goberna/act_form/ponencia.htm. Se
centran en la adopción de estas medidas en las legislaciones autonómicas Dolors Feliu
i Torrent, “Constitucionalitat de les mesures de democràcia paritària en els sistemes
electorals autonòmics”, El Clip, nº 20, Institut D’Estudis Autonòmics, 2002, quien pos-
tula la competencia autonómica para aprobar este tipo de medidas (págs. 16 y 17), e
Isabel Abellán Matesanz, “La modificación de las leyes electorales a la luz del principio
de igualdad: las listas cremallera”, Revista de Estudios Autonómicos, 2-3, julio 2002-ju-
nio 2003, INAP, quien pone en duda la constitucionalidad de estas leyes autonómicas
(págs. 159 y ss.).
Para un análisis politológico y constitucional, que tiene en cuenta las reformas introdu-
cidas por la Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, véase
Blanca Rodríguez Ruiz y Ruth Rubio Marín: “De la paridad, la igualdad y la representa-




de 5 de mayo, F. 3), tales previsiones deberían incluirse en una ley or-
gánica,64 y no en una ley ordinaria, estatal o autonómica, pues no son
meras condiciones de modo, tiempo y forma de ejercicio del derecho
fundamental.
El panorama se ha aclarado con la aprobación de la ya citada Ley
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de muje-
res y hombres, que al modificar la LOREG dispone (nuevo artículo
44bis): “en las elecciones de miembros de las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Autónomas, las leyes reguladoras de los respec-
tivos regímenes electorales podrán establecer medidas que favorez-
can una mayor presencia de mujeres en las candidaturas que se pre-
senten a las elecciones de la citadas Asambleas Legislativas”.
También el legislador electoral autonómico está habilitado
para innovar en las formas de ejercicio del sufragio, puesto que la
reserva legal en la materia lo es a favor del órgano dotados de com-
petencias, que no es otro que el Parlamento de la Comunidad Autó-
noma.
Una de los formas de ejercicio del sufragio es el voto electró-
nico, por lo que las leyes electorales autonómicas pueden incorpo-
rarlo a los comicios a las respectivas Asambleas legislativas y esto es
lo que ha llevado a cabo el Parlamento Vasco con la Ley 15/1998, de
19 de junio, “la primera respuesta al desafío de las nuevas tecnolo-
gías y sus implicaciones en el proceso democrático” (Exposición de
Motivos).
No nos ofrece duda alguna la constitucionalidad de esta refor-
ma legal, que hasta la fecha no ha sido imitada en las restantes le-
yes electorales autonómicas. Sí suscita reparos técnicos la articulación
del sistema de votación electrónica, que no le resultan ajenos al pro-
pio autor de la reforma, como lo prueba un reciente intento de mo-
dificación y, sobre todo, que nueve años después de su aprobación
no se haya aplicado de forma oficial, ni en los comicios autonómicos
de 13 de mayo de 2001 ni en los de 17 de abril de 2005, ni tampoco
64. En el mismo sentido Alberto Arce Janáriz “Primeras leyes en España sobre paridad elec-
toral”, ob. cit., pág. 1701, y Manuel Pulido Quecedo, Ley de paridad electoral, citado por
Alberto Arce en la misma pág. 1701. 
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en las elecciones a las Juntas Generales de mayo de 2003 y 27 de ma-
yo de 2007.65
También es muy amplia la libertad del legislador autonómico
para seleccionar la concreta fórmula electoral de tipo proporcional
que servirá para convertir los votos en escaños. Es conocido que no
se ha aprovechado esta disponibilidad para introducir fórmulas, co-
mo la “cuota Hare” o la “Sainte-Laguë”, que en determinados con-
textos (circunscripciones de tamaño pequeño y asambleas legislati-
vas reducidas) podrían ofrecer mayor proporcionalidad que la fórmula
D’Hondt usada hasta la fecha aunque no se mencione este nombre
en las leyes.66
Finalmente, el legislador autonómico, también salvo que el
Estatuto haya cerrado esta opción, puede alterar el porcentaje que
representa la barrera electoral, lo que puede tener especial trascen-
dencia en los comicios autonómicos, pues hay numerosos casos de
circunscripciones de gran tamaño (120 en la Asamblea de Madrid,
por citar el ejemplo más relevante) donde la barrera sí cumple la fun-
ción a la que está llamada, impidiendo que accedan a las Cámaras
representativas de las Comunidades Autónomas opciones políticas
que de otra manera sí estarían representadas. Es de sobra conocido
que la rebaja del 5 al 3% en la Ley electoral vasca permitió en las
elecciones de 13 de mayo de 2001 el acceso a la Cámara de una for-
mación (Esquer Batua), que con la primera barrera no habría conse-
guido escaños.
65. Para información en Internet, véase http://www.euskadi.net. Nos hemos ocupado de
esta forma de ejercicio del sufragio “El voto electrónico y el mito de Prometeo”, en Lorenzo
Cotino Hueso (Coordinador), Libertades, democracia y gobierno electrónicos, Comares,
Granada, 2006, págs. 149 y ss. Para un análisis del sistema vasco, véase el estudio de Rosa
María Fernández Riveira: “El voto electrónico: el caso vasco”, Revista de Estudios Políticos,
nº 112, 2001, págs. 199-236. 
66. Artículo 18 Ley electoral de Andalucía, 14 Ley electoral de Aragón, 13 Ley electoral del
Principado de Asturias, 12 Ley electoral de las Illes Balears, 17 Ley electoral de Cantabria,
20 Ley electoral de Castilla y León, 17 Ley electoral de Castilla-La Mancha, artículo único
de la Ley por la que se adapta la normativa general electoral para las elecciones al Parlamento
de Cataluña, 19 Ley electoral de Extremadura, 10 Ley de elecciones al Parlamento de Galicia,
18 Ley electoral de la Comunidad de Madrid, 15 Ley electoral de la Región de Murcia, 10
Ley electoral de Navarra, 12 Ley electoral al Parlamento Vasco, 20 Ley electoral de La
Rioja, 11 Ley electoral de la Comunidad Valenciana.
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6. Leyes electorales autonómicas redundantes,
“reglamentarias”, minimalistas y rígidas
Como resultado de dos factores de suma –la aplicación a los co-
micios autonómicos de 116 artículos de la LOREG más las disposicio-
nes incorporadas a los Estatutos de Autonomía– y uno de resta –la es-
casa innovación, dentro de las posibilidades existentes, del legislador
autonómico–, las vigentes Leyes Electorales de las Comunidades Autó-
nomas tienen un contenido que, en muy pocas palabras, podría defi-
nirse como redundante, reglamentario y minimalista.
Es redundante, en primer lugar, porque en dichas normas legales
el Legislador autonómico ha venido a reproducir las disposiciones inclui-
das en la LOREG y que, por mandato de la Disposición Adicional Segun-
da de esta norma, ya serían de aplicación en las elecciones a los Parlamen-
tos de las Comunidades Autónomas. De esta manera se puede conseguir
una norma con apariencia de “ley electoral”, pero a poco que se inda-
gue en su contenido se constata que poco parecido tiene con la realidad.
Un buen ejemplo de este contenido redundante lo encontramos
en la Ley 5/1990, de 5 de junio, de elecciones al Parlamento Vasco,
que es la más extensa de las leyes electorales autonómicas (154 artí-
culos), pero a costa de reproducir el contenido de buen número de
preceptos de la LOREG. No obstante, debe recordarse que el Legislador
electoral vasco ha sido de los pocos que, a pesar de todo, ha decidi-
do aprovechar sus espacios de decisión, cosa que ha hecho con la in-
corporación del voto electrónico, con la introducción de un sistema
que garantiza la presencia del 50% de mujeres en las listas electora-
les y con la “interesada” rebaja de la barrera electoral del 5 al 3%.
En la línea redundante, no deja de ser llamativo que diversas le-
yes electorales autonómicas (Andalucía, Asturias, Extremadura) utili-
cen el mismo ejemplo que el incluido en el artículo 163 de la LOREG
sobre la forma de atribución de escaños, o, simplemente, se limiten a
remitirse “a la forma establecida en el artículo 163.1, letras b), c), d)
y e) de la LOREG” (Cantabria) o al “ejemplo práctico que se refleja en
el articulo 163 d” (Castilla-La Mancha; en términos similares, Illes Balears,
Madrid, Navarra).
Además, la redundancia normativa también se produce respec-
to de las propias previsiones estatutarias, vigentes o transitorias; así,
Nuevos Estatutos de Autonomía... - Miguel Ángel Presno
135
por ejemplo, el artículo 25.4 del Estatuto del Principado de Asturias
(“Las elecciones serán convocadas por el Presidente del Principado,
en los términos previstos en la Ley de Régimen Electoral General, de
manera que se celebren el cuarto domingo de mayo de cada cuatro
años”) y el artículo 15.1 de la Ley de Elecciones a la Junta General del
Principado (“Las elecciones a la Junta General del Principado serán
convocadas por el Presidente del Principado en los términos previstos
en la ley que regule el Régimen Electoral General, de manera que se
celebren el cuarto domingo de mayo de cada cuatro años”); por su
parte el artículo 10 de esta última norma (“El territorio del Principado
de Asturias se divide para las elecciones a Diputados de la Junta General
en las circunscripciones electorales de centro, Occidente y Oriente”)
reproduce lo previsto en su día en la Disposición Transitoria Primera
del Estatuto (“La provincia de Oviedo, a estos efectos, se dividirá en
tres circunscripciones electorales: Oriente, Occidente y centro”).
Hemos apuntado también que las leyes electorales autonómi-
cas tienen una buena parte de contenido “reglamentario”, pues el
elevado grado de predeterminación del sistema electoral contenido
en el Estatuto respectivo convierte, en numerosas ocasiones, a la nor-
ma legal en un mero desarrollo de detalle.67
Así, por mandato del nuevo Estatuto de Andalucía: “La circuns-
cripción electoral es la provincia. Ninguna provincia tendrá más del
doble de Diputados que otra... Las elecciones tendrán lugar entre
los treinta y sesenta días posteriores a la expiración del mandato”
(artículo 104); la ley electoral “establecerá criterios de igualdad de gé-
nero para la elaboración de las listas electorales, y regulará la obliga-
ción de los medios de comunicación de titularidad pública de organi-
zar debates electorales entre las formaciones políticas con representación
parlamentaria” (artículo 105).
Como tercer rasgo, el contenido de las leyes electorales autonó-
micas es, en buena parte de los casos, mínimo; el ejemplo más acaba-
67. En el mismo sentido, Juan Carlos Gavara de Cara: “La distribución de competencias en
materia electoral en el Estado de las Autonomías”, Cuadernos de Derecho Público..., pág.
70; con carácter general véanse los trabajos de Rafael Jiménez Asensio: La ley autonómica
en el sistema constitucional de fuentes del derecho, Marcial Pons, Madrid, 2001; en espe-
cial, págs. 45 y ss.; y Luis María Díez-Picazo: “Fuerza de ley y principio de autonomía”, Anuario
de Derecho Constitucional y Parlamentario, nº 10, 1998, págs. 177 y ss.
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do de “minimalismo legislativo” es el de la Ley 11/1986, de 16 de di-
ciembre, electoral de la Comunidad de Madrid, que se compone de
26 artículos.
Esta austeridad normativa es deliberada si nos atenemos a las
declaraciones de intenciones contenidas en los preámbulos o exposi-
ciones de motivos; así, por citar dos ejemplos:
“…el preámbulo de la Ley 11/1986, de 16 de diciembre, electo-
ral de la Comunidad de Madrid, anuncia que “el criterio segui-
do ... ha sido el de mantener una gran economía normativa, es
decir, el criterio de sólo regular aquellos aspectos estrictamen-
te necesarios, derivados del carácter y ámbito de las Elecciones
a la Asamblea de Madrid, dejando que en todo lo demás se apli-
quen los preceptos de la Ley Orgánica 5/1985 ... Ello permite
que la presente Ley Electoral sea breve y mantenga una homo-
geneidad con la legislación estatal y con la de otras Comunidades
Autónomas –en este mismo sentido se ha de hacer constar que
se han tenido en cuenta las soluciones aportadas por la legisla-
ción electoral aprobada hasta el momento por las demás co-
munidades–, lo que habrá de redundar en la simplicidad y fa-
cilidad de interpretación y aplicación de esta Ley”; por su parte,
la Ley 2/1987, de elecciones a la Asamblea de Extremadura di-
ce que “...este texto normativo ha procurado regular exclusi-
vamente aquellos aspectos que son peculiares y propios del ám-
bito de aplicación de la Ley ... procurando no caer en reiteraciones
innecesarias pero, al mismo tiempo, creando un texto norma-
tivo homogéneo que no sea una yuxtaposición de preceptos si-
no un todo armónico que permita una visión conjunta del mo-
delo de elecciones a la Asamblea de Extremadura que en él se
plasma”.
Finalmente, no deja de llamar la atención que estos conteni-
dos redundantes, reglamentarios y minimalistas vayan a su vez
acompañados, por prescripción estatutaria, de una extrema rigidez
para la aprobación y modificación de la legislación electoral, que
supera en ocasiones la prevista para la propia modificación del
Estatuto.
La referencia tópica, aunque no la única, para ejemplificar esta
rigidez ha venido siendo la barrera electoral para la Asamblea Legislativa
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de la Comunidad Autónoma de Canarias, donde, de acuerdo con la
Disposición Adicional Primera del Estatuto,68
“… en tanto no se disponga otra cosa por una Ley del Parlamento
Canario aprobada por mayoría de dos terceras partes de sus
miembros, se establece que sólo serán tenidas en cuenta aque-
llas listas de partido o coalición que hubieran obtenido el ma-
yor número de votos válidos en su respectiva circunscripción elec-
toral y las siguientes que hubieran obtenido, al menos, el 30
por 100 de los votos válido emitidos en la circunscripción insu-
lar o, sumando los de todas las circunscripciones en donde hu-
biera presentado candidatura, al menos, el 6 por 100 de los vo-
tos válidos emitidos en la totalidad de la comunidad autónoma.”
Esta rigidez, prevista en algunos Estatutos,69 ha ido extendién-
dose al conjunto de la normativa electoral y ha encontrado una favo-
rable acogida en la mayoría de las recientes reformas estatutarias:
“…así, de acuerdo con el artículo 24 del Estatuto de Autonomía
de la Comunidad Valenciana: “La Ley Electoral Valenciana, pre-
vista en el apartado 1 del artículo anterior, será aprobada en vo-
tación de conjunto por las dos terceras partes de Les Corts ...”;
por su parte, el artículo 56.2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña
dispone que: “El régimen electoral es regulado por una ley del
Parlamento aprobada en una votación final sobre el conjunto del
68. Disposición que ha generado abundante literatura; entre otra, Juan Fernando López
Aguilar: “Los problemas de constitucionalidad del sistema electoral autonómico canario:
la insoportable permanencia de una disposición transitoria”, Revista Española de Derecho
Constitucional, nº 51, 1997, págs. 95 y ss.; “¿Control de constitucionalidad del derecho
electoral autonómico?: acerca de la STC 225/1998 sobre el sistema electoral canario (de
nuevo sobre la insoportable permanencia de una disposición transitoria”, Repertorio
Aranzadi del Tribunal Constitucional, I, 1999, págs. 1971 y ss.; María Reyes Pérez Alberdi:
“Efectos de las barreras electorales: estudio del sistema electoral canario a raíz de la STC
225/1998”, Revista de Estudios Políticos, nº 52, 2001, págs. 357 y ss.; Fernando Ríos Rull:
“El régimen electoral de Canarias”, Cuadernos de Derecho Público, 22-23, cit., págs. 441
y ss.
69. Además del Estatuto de Canarias, el de La Rioja también contempla la exigencia de los
dos tercios (artículo 17): “El Parlamento será elegido por sufragio universal, libre, igual,
directo y secreto. Una Ley electoral del Parlamento de La Rioja, que requerirá la mayoría
de dos tercios de sus miembros para su aprobación, regulará el proceso de elecciones, así
como las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados, su cese y sustitu-
ción, asegurando la proporcionalidad del sistema”. En los demás Estatutos la mayoría re-
querida es la absoluta.
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texto por mayoría de dos terceras partes de los Diputados”, y el
artículo 41.4 del Estatuto de Autonomía de Islas Baleares: “4. Una
ley del Parlamento, aprobada por mayoría cualificada de dos
tercios, regulará el total de Diputados que deben integrarlo, el
número de Diputados que debe corresponder elegir en cada
una de las circunscripciones electorales y las causas de inelegibi-
lidad y de incompatibilidad que les afecten”.
Esta mayor rigidez para la aprobación de la norma electoral au-
tonómica también está prevista en las propuestas de reforma
de los Estatutos de Canarias (tres quintos) y Castilla-La Mancha
(dos tercios), no así en la de Castilla y León, las tres ya tomadas
en consideración por el Pleno del Congreso y pendientes de su
tramitación parlamentaria en mayo de 2007.”
Si, como ya se apuntó,70 mientras que el “sistema electoral” de-
manda una mayor rigidez que evite su disponibilidad en manos de
mayorías contingentes, es asimismo oportuna una menor rigidez del
“procedimiento electoral” para facilitar su adaptación a los cambios
que impulsa y exige la experiencia de cada contienda electoral. Sin em-
bargo, la generalización de la rigidez que parece consolidarse con las
reformas estatutarias puede abocar o bien que siga sin aprobarse una
ley electoral en Cataluña o que no puedan adaptarse las ya existentes.
No deja, además, de llamar la atención que sea más complicado
en términos procedimentales aprobar o reformar una ley electoral au-
tonómica, de escaso contenido por exigencias del guión estatutario y
“básico”, que la propia Ley Orgánica del Régimen Electoral General,
de donde ya se ha visto que emana buena parte del procedimiento
electoral autonómico.
7. Conclusiones
Al comienzo de estas páginas apuntábamos que es razonable
pensar que las elecciones autonómicas de 27 de mayo de 2007 pue-
den haber representado una de las últimas escenificaciones de dichos
70. Miguel Azpitarte Sánchez “La dimensión constitucional del procedimiento electoral”,
Teoría y Realidad Constitucional..., pág. 443.
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procesos en clave de política nacional. En todo caso, y partir de las re-
formas de los Estatutos de la Comunidad Valenciana, Islas Baleares y
Aragón, su calendario electoral depende de los Presidentes de estas
comunidades y no de la aplicación mecánica de las disposiciones nor-
mativas que traen causa del “Acuerdo Autonómico” de 1981. Por
tanto, sus nuevos Estatutos permiten un nuevo calendario y lo mismo
ocurrirá, si sus respectivas reformas llegan a buen puerto, en Canarias,
Castilla y León y Castilla-La Mancha.
Pero el dominio de los tiempos no implica de manera necesaria
un control sobre los procedimientos y este último depende de las
propias capacidades y, en no poca medida, de las voluntades. Las ex-
teriorizadas en las reformas estatutarias que nos ocupan han consis-
tido, por lo que al derecho electoral se refiere, en incorporar disposi-
ciones de carácter sustancial (paridad electoral en los casos andaluz y
catalán; debates electorales en el andaluz, fijación del número míni-
mo de diputados en Cataluña) y procedimental (máxima rigidez para
la aprobación de las leyes electorales en Cataluña, Comunidad
Valenciana e Islas Baleares).
Como se ha reconocido en algún caso, se pretende, “blindar” es-
tos contenidos frente al Legislador estatal y sus “condiciones básicas”;
pero, se quiera o no, el “blindaje” se produce también respecto al pro-
pio Legislador electoral autonómico, que, en primer lugar, ya no pue-
de disponer sobre lo que se ha añadido al Estatuto (por ejemplo, en el
caso andaluz no puede dejar de regular los debates electorales) y, en
segundo lugar, va a tenerlo muy complicado para poder actuar, dado
que la extremada rigidez le obliga a concitar un gran acuerdo sobre lo
que quiere hacer, lo que en el caso de Cataluña puede originar una ma-
yor demora que la ya acumulada en la aprobación de su ley electoral.71
Se constata así una doble desconfianza: una primera frente a
las Cortes Generales cuando ejercen potestades propias y exclusivas;
es decir, cuando aprueban la legislación electoral de ámbito general;
a nuestro juicio, la vigente Ley Orgánica del Régimen Electoral General
y la interpretación que de la misma ha venido haciendo el Tribunal
71. Sobre estas dificultades véanse la obra colectiva Reflexions al voltant de la Llei electo-
ral catalana, Fundació Carles Pi i Sunyer, Barcelona, 2002, y el estudio reciente de Jaime
Magre Ferran: “Reflexions entorn del sistema electoral del Parlament de Catalunya: efec-
tes, propostes i límits”, Revista d’Estudis Autonòmics i Federals, nº 1, 2005, págs. 163 y ss. 
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Constitucional justifican en parte, desde la perspectiva de las Comu-
nidades Autónomas, esta prevención y la reacción frente a la misma
a través del Estatuto de Autonomía.
Desde luego no parece compatible con la naturaleza federal del
Estado autonómico español que la igualdad en el ejercicio del sufragio
en los procesos electorales autonómicos se pretende garantizar con la
batería legislativa incluida en la Disposición Adicional Segunda de la LO-
REG. No hay ningún fundamento para sostener que la selección de los
representantes políticos que permitirán la expresión de la pluralidad
existente en una comunidad autónoma va a ser “más igual” porque es-
té supervisada por una administración electoral netamente estatal o por-
que venga predeterminada de manera inflexible la duración de la cam-
paña electoral o el día preciso en el que deben celebrarse los comicios.
Aunque lo obvio no debe ser recordado, dadas las circunstan-
cias, quizá no esté de más reseñar que en un Estado con un nivel de
descentralización política “federal” como el español, los procedimien-
tos de selección de los órganos autonómicos de representación polí-
tica deben ser generados, respetando las condiciones básicas de igual-
dad, por los propios poderes de la Comunidad, dotando así al sistema
de las mayores dosis de autorreferencialidad, de autogobierno. Eso
es lo que ocurre en dos sistemas federales clásicos como el estadou-
nidense y el alemán.
No obstante, y en relación con la jurisprudencia constitucional,
se podría pensar que estamos hablando de una doctrina generada ha-
ce más de veinte años y en unas circunstancias (inexistencia o apenas
vigencia de la LOREG, escaso desarrollo legislativo autonómico) hoy
ya superadas, en algunos casos merced al propio cambio experimen-
tado por los criterios del Tribunal, como sucede con el derecho suple-
torio estatal, lo que contrastaría con la decidida vocación de supleto-
riedad que preside la LOREG.72
72. El artículo 1.2 dice que “en los términos que establece la Disposición Adicional Primera
de la presente Ley, es de aplicación a las elecciones a las Asambleas de las Comunidades
Autónomas y tiene carácter supletorio de la legislación autonómica en la materia”; esa
Disposición añade, en su apartado tercero, que “los restantes artículos del Título I de es-
ta Ley tienen carácter supletorio de la Legislación que en su caso aprueben las Comunidades
Autónomas, siendo de aplicación en las elecciones a sus Asambleas Legislativas en el su-
puesto que las mismas no legislen sobre ellos”.
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La segunda desconfianza se proyecta sobre la Asamblea Legislativa
de la propia Comunidad Autónoma, que es la competente para apro-
bar la Ley electoral propia a la que se atenaza de dos formas: prime-
ro, incorporando al Estatuto buena parte del propio contenido de
aquella ley o incluyendo un mandato preciso de hacer al Legislador,
al más puro estilo de la remisión reglamentaria; segundo, a través de
la “trampa del consenso”; es decir, obligándole a recabar un altísimo
grado de acuerdo entre los grupos parlamentarios para aprobar o mo-
dificar la ley electoral, lo que con toda probabilidad impedirá que bue-
na parte de los eventuales contenidos se aprueben o modifiquen (la
fijación de las circunscripciones, el reparto de los escaños entre ellas,
la selección de la fórmula electoral proporcional, la determinación
de la barrera electoral...), pues ahí –piénsese por ejemplo en una fu-
tura asignación de escaños en las circunscripciones catalanas– está en
juego el futuro político e institucional de los grupos implicados.
Lo curioso de esta segunda muestra de desconfianza es que en
el ámbito político e institucional autonómicos es, precisamente, don-
de no se ha producido en España ninguno de los supuestos de hecho
que podría justificarla: por una parte hemos visto el elevado grado
de estabilidad parlamentaria que ha caracterizado desde el principio
y, en buen número de casos, hasta la fecha, a las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Autónomas, en las que la mayoría que promue-
ve o respalda una reforma estatutaria suele ser la misma que tiene
posteriormente que desarrollarla; en el ámbito que nos ocupa apro-
bando o modificando la ley electoral.
Por otra parte, podría entenderse una desconfianza estatutaria
sobre el Legislador electoral autonómico si éste hubiera dado abun-
dantes muestras de su audacia normativa, incluyendo contenidos he-
terodoxos en el sistema electoral propio, pero los ejemplos de esta
índole con contados y en muy pocas Comunidades Autónomas; sería
el caso del voto electrónico en el País Vasco y el de las cláusulas para
garantizar la presencia equilibrada de hombres y mujeres en las listas
electorales, introducido por el Legislador electoral de Castilla-La Mancha,
Illes Balears, País Vasco y Andalucía; sin embargo, ya hemos visto que
en el caso andaluz se ha considerado conveniente incorporar esta úl-
tima previsión al Estatuto de Autonomía y lo mismo ha ocurrido en
la propuesta de reforma del Estatuto de Castilla-La Mancha. En am-
bos casos se confiere rigidez estatutaria a un mandato que bien pu-
diera tener una acusada vocación de temporalidad. Pero, sobre todo,
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debemos recordar que con el nuevo artículo 44bis de la LOREG, la
presencia equilibrada de hombres y mujeres en las listas electorales,
en un porcentaje mínimo del 40%, es de obligada aplicación también
en las Comunidades Autónomas que no han legislado en la materia.
En esta línea, hemos constatado la pereza normativa que aque-
ja al Legislador electoral autonómico, que, salvo las puntuales excep-
ciones ya comentadas, no ha introducido innovación alguna, ni siquie-
ra con vocación “experimental”, en la estructuración de las listas (por
ejemplo, desbloqueándolas); en la forma de ejercicio del voto o en la
concreta fórmula de tipo proporcional (optando por la “cuota Hare”
o la “Sainte-Laguë”); en algunos casos ni siquiera ha considerado opor-
tuno mencionar a la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma.
En suma, respecto a la normativa electoral, las Asambleas
Legislativas autonómicas han asumido, en la inmensa mayoría de los
casos, un papel secundario, de mera ejecución o reiteración de las pre-
visiones de la LOREG o del Estatuto; anodino y, en el caso de Cataluña,
de convidado de piedra.
Aunque merced a las reformas estatutarias cada vez más Comu-
nidades puedan decidir qué día celebrarán sus elecciones, en lo que
a su derecho electoral respecta, los nuevos Estatutos no han hecho
más que consolidar su tendencia a convertirse en la ley electoral de
la Comunidad Autónoma, tanto en lo que se refiere a los elementos
nucleares del sistema como a las cuestiones de carácter procedimen-
tal, relegando de nuevo a la ley electoral autonómica a una posición
secundaria y, no obstante, extremadamente rígida. Si a ello se añade
que en este cuerpo normativo siguen integrándose 116 artículos de
la LOREG, tenemos nuevos Estatutos de Autonomía con viejos siste-
mas electorales.
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RESUM
L’objecte del treball és analitzar la incidència de les reformes recents dels es-
tatuts d’autonomia en els sistemes electorals de les comunitats autònomes,
partint de les disposicions substancials (paritat, debats electorals) i de proce-
diment (màxima rigidesa per a l’aprovació de les lleis electorals) que incor-
poren. Els nous estatuts d’autonomia evidencien una doble desconfiança: la
primera, enfront de les Corts Generals i el seu producte normatiu, la Llei or-
gànica del règim electoral general, per la seva intensa regulació de les elec-
cions autonòmiques; i, la segona, enfront del mateix Parlament autonòmic,
al qual limiten de dues maneres: a) incorporant a l’Estatut bona part del que
hauria d’haver estat el contingut de la llei electoral; i, b) mitjançant la
“trampa del consens”, exigint un altíssim grau d’acord entre els grups par-
lamentaris per aprovar o modificar la llei electoral, fet que amb tota proba-
bilitat impedirà que els canvis es realitzin, ja que hi estarà en joc el futur po-
lític i institucional dels grups implicats.
Com a resultat d’aquests dos factors de suma (l’aplicació als comicis autonò-
mics de 116 articles de la LOREG i de les disposicions incorporades als estatuts
d’autonomia) i un de resta (l’escassa innovació, dins de les possibilitats exis-
tents, del legislador autonòmic), les lleis electorals de les comunitats autòno-
mes seguiran sent textos redundants, reglamentaris i minimalistes. Així doncs,
tenim nous sstatuts d’autonomia, però seguim amb vells sistemes electorals.
ABSTRACT
The purpose of this paper is to analyse the effect of the recent reforms of the
Autonomous Statutes on the electoral system of the Autonomous Communities,
based on the material rules (gender equality, electoral debates, etc.) and pro-
cedural rules (a qualified majority to approve the electoral bill) which they
included. The new Autonomous Statutes display a twofold mistrust. First,
there is mistrust of the Central Parliament and its General Electoral Bill, due
to its heavy regulation of regional elections. Second, there is mistrust of the
Parliament of the Autonomous Community, which is restricted in two ways:
a) by including the subjects that should be in an electoral bill in the Autonomous
Statute; b) by means of the “consensus trap”, which requires a high level of
agreement among Parliamentary groups in order to pass the electoral bill,
which in all likelihood will prevent the changes from being made, as the po-
litical and institutional future of the groups involved is at stake.
If we add two further factors (the application of 116 articles the General
Electoral Bill to the autonomous elections and the Autonomous Statute re-
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gulation on electoral matters), and we discount one factor (the lack of inno-
vation in the autonomous regional system), it is clear that the Electoral Bills
of the Autonomous Communities will be redundant, too detailed and will
cover too little. In conclusion, we have new Autonomous Statutes but old
electoral systems.
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